[image: Cover]

CONSEJO DE REDACCIÓN

Pedro González-Trevijano(Presidente)

José María Asencio Mellado

Julio Banacloche Palao

Pilar Blanco-Morales Limones

Antonio Cayón Galiardo

Guillermo Guerra Martín

Eugenio Llamas Pombo

Manuel López Pardiñas

Blanca Lozano Cutanda

José Luis Martínez López-Muñiz

Francisco Pérez de los Cobos Orihuel

Jesús-María Silva Sánchez

Enrique Arnaldo Alcubilla(Secretario)





MANUAL DE DERECHO PRIVADO DE CONSUMO

(2.ª Edición)

Revisada y actualizada

María José Reyes López

Catedrática de Derecho Civil

Universidad de Valencia





Director General de LA LEY: Alberto Larrondo Ilundain

Director de Publicaciones: José Ignacio San Román Hernández

Coordinación editorial: Gloria Hernández Catalán

César Abella Fernández

Diseño de cubierta: Raquel Fernández Cestero

1.ª edición: Junio 2009

2.ª edición: Noviembre 2012

Edita: LA LEY

Edificio La Ley

C/ Collado Mediano, 9

28230 - Las Rozas (Madrid)

Tel.: 902 42 00 10 - Fax: 902 42 00 12

http://www.laley.es

© Wolters Kluwer España, S.A., 2012

© María José Reyes López, 2012

Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, Wolters Kluwer España, S.A., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.

Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.

El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.

El texto de las resoluciones judiciales contenido en las publicaciones y productos de Wolters Kluwer España, S.A., es suministrado por el Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder Judicial (Cendoj), excepto aquellas que puntualmente nos han sido proporcionadas por parte de los gabinetes de comunicación de los órganos judiciales colegiados. El Cendoj es el único organismo legalmente facultado para la recopilación de dichas resoluciones. El tratamiento de los datos de carácter personal contenidos en dichas resoluciones es realizado directamente por el citado organismo, desde julio de 2003, con sus propios criterios en cumplimiento de la normativa vigente sobre el particular, siendo por tanto de su exclusiva responsabilidad cualquier error o incidencia en esta materia.

ISBN: 978-84-9020-131-2

ISBN digital: 978-84-9020-160-2

Depósito Legal: M-36446-2012

Printed in Spain

Impreso por Wolters Kluwer España, S.A.





A mi madre






	ABREVIATURAS


	ADC
	Anuario de Derecho Civil



	AAVV
	Autores varios



	AC
	Actualidad Civil



	Art.
	artículo



	Arts.
	artículos



	AUE
	Acta Única Europea



	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	CC.AA.
	Comunidades Autónomas



	CP
	Código Penal



	CC
	Código Civil



	CCC
	Comité Consultivo de los Consumidores



	C de C
	Código de Comercio



	CE
	Constitución Española



	CEE
	Comunidades Económicas Europeas



	CP
	Código Penal



	D
	Directiva



	DOCE
	Diario Oficial de las Comunidades Europeas



	EC
	Estudios sobre Consumo



	INC
	Instituto Nacional de Consumo



	LAU
	
Ley de Arrendamientos Urbanos



	LC
	Ley concursal



	LCC
	Ley de contratos de crédito al consumo



	LCD
	Ley de Competencia Desleal 



	LCFEM
	Ley de Contratos Celebrados fuera de Establecimientos Mercantiles



	LCGC
	Ley de Condiciones Generales de la Contratación 



	LCDSFC
	
Ley 22/2007, de 11 julio, sobre comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores



	LCS
	
Ley del Contrato de Seguros



	LDC
	Ley de Defensa de la Competencia



	LEC
	Ley de Enjuiciamiento Civil



	LECr
	
Ley de Enjuiciamiento Criminal



	LGBC
	Ley de garantía de los bienes de consumo



	LGDCU
	Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios



	LGP
	Ley General de Publicidad 



	LGS
	Ley General de Sanidad



	LH
	Ley Hipotecaria



	LM
	Ley del Medicamento



	LOCM
	Ley de Ordenación del Comercio Minorista



	LOE
	
Ley de Ordenación de la Edificación



	LOPJ
	
Ley Orgánica del Poder Judicial



	LPD
	Ley de Protección de Datos



	LRCP
	Ley de responsabilidad civil por los daños causados por productos defectuosos



	LSSIC
	Ley de servicios de la sociedad de la información y comercio electrónico



	LVC
	Ley de viajes combinados



	LVP
	Ley de ventas de bienes muebles



	RCDI
	Revista Crítica de Derecho Inmobiliario Registral



	RD
	Real Decreto



	RDM
	Revista de Derecho Mercantil



	RDP
	Revista de Derecho Privado



	RGD
	Revista General de Derecho



	RJ
	Repertorio de Jurisprudencia Aranzadi



	RJA
	Repertorio de Jurisprudencia Audiencias Aranzadi



	SAC
	Sistema Arbitral de Consumo



	SAP
	Sentencia Audiencia Provincial



	SS
	Sentencias



	STC
	Sentencia Tribunal Constitucional



	STJUE
	Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea



	STJCE
	Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas



	STS
	Sentencia Tribunal Supremo



	TAE
	Tasa anual equivalente



	TC
	Tribunal Constitucional



	TCE
	Tratado Constitutivo de las Comunidades Europeas



	TRLGDCU
	
Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias



	TS
	Tribunal Supremo



	UE
	Unión Europea



	VV.AA.
	Varios autores








Concepto y características del derecho de consumo 



I.  CONCEPTO Y CARACTERES

El auge económico vivido en las últimas décadas del siglo XX y principios del XXI ha propiciado que la sociedad haya experimentado una importante evolución en su actividad económica y, con ella, un fuerte incremento en el progreso del consumo de bienes y servicios. Este aumento de la riqueza también ha influido en que se haya ido cambiando el modelo de sociedad, caracterizada en la actualidad por su elevado consumo de productos y servicios, unido a una inevitable evolución de los modos de contratar, que tienden hacia mecanismos más ágiles y rápidos, pero que presentan, al mismo tiempo, el inconveniente de que el sujeto se ve atrapado en un sistema en el que poco puede influir.

Originariamente esta situación dio pie a que se constatase que el particular se encontraba en una posición de desigualdad frente al empresario, que le colocaba en un estado de desprotección jurídica contrario a los principios básicos de la contratación, establecidos para regular relaciones en las que los sujetos contratantes parten de una situación caracterizada por garantizar el principio de igualdad entre las contraprestaciones de las partes. Unido a ello también se puso de manifiesto que el nivel de riesgo introducido por los nuevos productos que salían al mercado, consecuencia de los avances tecnológicos, obligaban a los particulares, y a la sociedad en general, a tener que soportar cierto nivel de riesgo, frente al que se encontraban, en muchas ocasiones, faltos de los suficientes mecanismos para reclamar ante los perjuicios que podían generar dichos productos. Por ello, estos factores, junto a la necesidad de ofrecer mecanismos de protección adecuados a los consumidores y usuarios, favorecieron que se empezase a considerar el consumo como un fenómeno de masas frente a la consolidación de la gran empresa.

Así, el derecho de consumo nació como consecuencia de las situaciones que se generaban caracterizadas por la existencia de una relación de desigualdad, al mismo tiempo que como respuesta a la falta de una normativa que dotase de protección a los particulares frente a los riesgos producidos por las innovaciones industriales y al crecimiento del mercado, que utilizaban como instrumento básico los contratos tipo o las condiciones generales de la contratación. Un ejemplo notorio de ello se ponía de manifiesto cuando a un consumidor, que se encontraba lesionado en sus intereses, se le generaba la necesidad de entablar una reclamación judicial contra el causante de dicha situación. Era entonces cuando el consumidor se percataba, en muchas ocasiones, de que desconocía los datos identificativos de las personas que habían intervenido en el proceso de producción, comercialización o distribución del producto... o, en otros supuestos, que lo mismo sucedía respecto a los presupuestos mínimos sobre la naturaleza del producto que había adquirido, el nivel mínimo de prestaciones sobre las que reclamar... El consumidor perjudicado se encontraba, en suma, no sólo falto de remedios jurídicos de los que valerse para proceder contra estos sujetos, sino que debía contentarse con la información que se le proporcionase, a falta de exigencia legal reguladora sobre estos presupuestos, que, al mismo tiempo, ponían de manifiesto la transformación que estaba sufriendo el sector de la distribución comercial; la entrada en el mercado de técnicas empresariales que dificultaban la capacidad de elección del consumidor... y el alejamiento entre el sujeto responsable del daño y el que lo sufría.

Este contexto no se produjo de manera aislada en España. La relevancia que estas materias tienen en las relaciones del mercado ha sido un factor que ha ido influyendo poderosamente en la adopción de medidas comunes para todos los países comunitarios, puesto que la propia actividad comercial e industrial ha revelado la necesidad de actuar con medidas semejantes en todos los países de la UE, lo que, al mismo tiempo, ha derivado e impulsado que este derecho se haya ido erigiendo en un elemento armonizador del derecho, necesario, por otra parte, cuando se tienen en cuenta los problemas que suscitan las ventas transfronterizas o las medidas que deben adoptar los productos para que sean seguros. Dicha tutela arranca precisamente de ese carácter habitual y, en mayor o menor proporción, estable y próximo a la vida de los ciudadanos que, con base en esa continuidad, las hace especialmente constantes y frecuentes, sobre todo en el ámbito de las relaciones contractuales, en el de seguridad de productos y de servicios y, finalmente, e íntimamente vinculado con ello, en el de responsabilidad por los daños derivados de actos de consumo.

Los factores expuestos, en relación con la normativa vigente, permite definir el derecho de consumo como un conjunto de normas que tiene como principal objetivo la regulación de los intereses de los particulares cuando éstos actúan en el ámbito de las relaciones de mercado, con el fin de realizar actividades de carácter privado, tendentes a la satisfacción de intereses de carácter personal y sin ánimo de lucro.

Como este conjunto normativo no siempre ha existido, su reconocimiento puede ser considerado un avance en la protección social frente a la industrialización y producción en masa.

Como tal derecho presenta una serie de peculiaridades que son las que han contribuido a que actualmente se pueda reconocer como categoría autónoma, que se expone a continuación.

1.  Norma de desarrollo del principio reconocido en el artículo 51 CE

Las normas que tienen por objeto la protección de los consumidores y usuarios constituyen un conjunto de disposiciones, caracterizadas por participar de unos rasgos específicos por su procedencia y función, así como por su aplicación y ejercicio.

El origen de esta protección en nuestro país se encuentra en el art. 51 CE, lo que ha elevado dicha tutela a rango constitucional.

La regulación del ámbito de protección y de acción de los particulares se encuentra contenida en el Código Civil; sin embargo, al elevar el artículo 51 de la Constitución la defensa de los legítimos intereses de consumidores y usuarios a la categoría de principio informador del ordenamiento jurídico, la correcta interpretación de ese cuerpo legal requiere armonizar su articulado con lo dispuesto en el Texto Refundido de la LGDCU y disposiciones complementarias y con el resto de disposiciones que regulen dichos intereses.

Dichas normas, sin embargo, no se amparan en el principio de autonomía de la voluntad sino que, por el contrario, la mayor parte de sus disposiciones son de carácter imperativo, debido a que esta tutela ha pasado a ser asumida por el Estado en una gran parte.

2.  Intervencionismo estatal

Aunque la protección de las relaciones entre particulares se deja a su libre arbitrio, en las relaciones de consumo, el protagonismo de dicha defensa ha pasado a ser asumido por el Estado, que ha entendido que muchos de esos intereses ya no son patrimonio exclusivo de los ciudadanos, sino de toda la sociedad por tratarse de intereses colectivos o difusos.

3.  Carácter imperativo de sus normas

Consecuencia de ello es que un número considerable de sus preceptos contengan mandatos de carácter imperativo. Por ello mismo, se ha predicado de él que es un derecho que contribuye a mejorar el equilibrio en las relaciones con los empresarios y del mercado, en general. No en vano, la mayor parte de los aspectos sobre los que incide están relacionados primordialmente con la seguridad de productos y con los intereses económicos de los consumidores y usuarios.

4.  Derecho estatutario y protector

Aunque con anterioridad a la plasmación de este derecho en el art. 51 CE no se había reconocido, no por ello el individuo se encontraba desamparado. Una mera ojeada a las disposiciones del Código Civil es suficiente para constatar que en él se contienen normas que permitirían igualmente proteger a los consumidores, si bien de manera menos específica, menos ágil y, en la mayoría de situaciones correspondiéndoles la prueba de lo que aleguen. En concreto, el artículo 7 proclama la existencia y exigencia de que las partes actúen según los criterios de la buena fe, al mismo tiempo que permite invocar en su apoyo toda estipulación que haya sido realizada con prepotencia conocida y manifiesta de la contraparte. Asimismo, el artículo 1289 se decanta por la interpretación de las cláusulas contractuales ambiguas o dudosas en favor de la parte que no hubiera intervenido en su redacción; el 1256 prohíbe dejar al arbitrio de una sola de las partes el cumplimiento y validez del contrato; el art. 1258 obliga al contratante a exigir, además de lo estipulado, lo que derive de la naturaleza del contrato y de las exigencias de la buena fe...

De dicha enumeración se podría concluir que el conjunto de normas de protección al consumidor no merecería constituir un derecho nuevo ya que no introduce nada que anteriormente no estuviese reconocido, e incluso, la terminología que utiliza es la propia del Derecho privado; sin embargo, estas normas sí gozan de una peculiaridad frente a los restantes preceptos del ordenamiento jurídico y es la finalidad a la que atienden, lo que les dota de una connotación especial y las hace merecedoras de poder ser valoradas como normas estatutarias. De ahí que tenga un marcado carácter protector y que, en función de ello, atribuya a estos sujetos una serie de derechos, denominados básicos, de contenido irrenunciable, que han quedado enumerados en los siguientes:


	
· La protección contra los riesgos que puedan afectar su salud o seguridad. 

	
· La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales; en particular, frente a la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos. 

	
· La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos. 

	
· La información correcta sobre los diferentes bienes o servicios y la educación y divulgación para facilitar el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo o disfrute... 

	
· El derecho de representación y audiencia en consulta. 



En todo caso, no se trata de un derecho nuevo. Supone la adecuación de las normas de protección del individuo adaptándolas a sus relaciones con el mercado al haberse alterado los principios tradicionales de la contratación a instancia de las nuevas modalidades contractuales, unido a la incorporación de los principios de derecho comunitario al acervo de derecho interno, que ha obligado a la inclusión de conceptos ajenos a nuestro ordenamiento jurídico.

Puede apreciarse, en efecto, cómo las relaciones contractuales han cambiado para reforzar la posición del consumidor respecto al derecho de información; cómo se ha asumido el criterio de la solidaridad entre los responsables de la puesta en el mercado de los productos o servicios; cómo se han asumido los principios propios de la responsabilidad objetiva y se han creado mecanismos para garantizar que el consumidor pueda emitir libremente su consentimiento, como el derecho de desistimiento...

5.  Normas de procedencia comunitaria

Todo ello, no obstante, no habría podido alcanzar tanta relevancia si la CE, inicialmente, y posteriormente la UE no se hubiesen hecho eco de la protección de estos derechos legislando sobre esta materia, a través fundamentalmente de Directivas comunitarias.

6.  Carácter interdisciplinar

Una de las características de este derecho es su carácter pluridisciplinar. Al tratarse de un conjunto normativo que tiende a proteger al individuo en particular y a la sociedad en general, su ámbito normativo se extiende a todos los ámbitos del derecho, tanto de la esfera tradicionalmente pública como privada del derecho, encontrándose consecuentemente normas de protección de carácter administrativo, penal, comunitario, procesal, mercantil y civil. Por ello, gran parte de sus normas, como buen ejemplo de ello, es el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias, contienen en un único texto toda la reglamentación de su disciplina, a excepción de la penal, que queda recogida en los arts. 278 a 286 del Código Penal.

7.  Prevalencia del principio pro consumatore

Al tratarse esta disciplina de un derecho protector de los consumidores y usuarios, en caso de duda se aplicará siempre el principio pro consumatore.

Este principio ha sido incorporado al ordenamiento jurídico desde el reconocimiento expreso de esta protección en el art. 51CE.

8.  Compatibilidad con el resto del ordenamiento jurídico

Aunque las normas de protección al consumidor tienen carácter preferente sobre el resto del ordenamiento jurídico, ello no es un impedimento para que también pueda invocarse el resto del ordenamiento jurídico. Es más, en caso de duda sobre la norma que resulte aplicable, prevalecerá la más favorable para el consumidor.

En todo caso, esta normativa no sustituye al ordenamiento jurídico ya existente sino que, al estar llamado a suplir sus lagunas, se caracteriza por su compatibilidad con el resto del ordenamiento jurídico. El propio TRLGDC declara que, en el caso de que las normas anteriores sean más beneficiosas para el consumidor o usuario, deberá aplicarse la que le resulte más favorable.

9.  Complementa las normas que regulan el mercado

De forma simultánea al reconocimiento del principio de protección de los derechos de los consumidores y usuarios, la CE en su art. 38 garantiza la protección y el derecho al ejercicio de la libre empresa sin que ello suponga una cortapisa a las prerrogativas de los consumidores o usuarios.

Las normas de protección a los consumidores y usuarios no constituyen una obstrucción a las relaciones comerciales sino todo lo contrario, ya que la delimitación del ámbito de responsabilidad del productor y la calidad que es lícito exigirles a sus productos y servicios propicia la estabilidad en las relaciones comerciales y en la seguridad del tráfico jurídico.

La normativa existente pone de manifiesto el estrecho vínculo que existe en esta materia, no sólo con el mercado sino también con los intereses que, en cada momento acucian de manera más cercana los intereses del consumidor. Un ejemplo destacado de ello son, entre otras, las que se citan a continuación y que no hacen sino poner de manifiesto los intereses que en cada etapa se ha entendido que eran merecedores de una mayor protección, habida cuenta de la situación económica del mercado en las relaciones que afectan al consumidor.

En este sentido, el sobreendeudamiento de los consumidores ha creado un efecto perverso con relación a los mecanismos de consumo y a la situación habida hace unos años de bonanza económica. Al mismo tiempo, la realidad del mercado ha puesto de manifiesto el cambio sustancial que la sociedad ha experimentado respecto a comportamientos que durante estas últimas décadas han sido considerados habituales, tanto por parte de las empresas, como de los consumidores puesto que la crisis ha provocado que, en muchas ocasiones, éste ya no pueda contar con la disponibilidad suficiente para adquirir bienes de consumo como antaño hacía y que, cuando lo hace, se vea obligado con más frecuencia que anteriormente a realizar estas operaciones de forma financiada. Es más, en la actualidad, se ha configurado como una técnica más de mercado ofrecer al consumidor la posibilidad de financiar ese producto sin recargo durante un plazo que suele oscilar entre los seis meses a un año, pretendiendo al mismo tiempo con ello incitar al consumo. Si se une este hecho social al jurídico, la consecuencia resultante es la necesidad de adaptar la concesión de los créditos a los consumidores y su regulación a esta nueva situación económica. En este ámbito, tiene un papel relevante, entre otras, la normativa de crédito al consumo, habida cuenta de las reformas introducidas por la Directiva 48/2008/CE, de crédito al consumo, respecto a la regulación anterior, así como las medidas encaminadas a regular a las sociedades intermediarias del crédito.

A este respecto, la necesidad de cambio en nuestro país se puso de manifiesto cuando en el año 2003, determinadas empresas dedicadas a la enseñanza, principalmente de idiomas, dejaron de facilitar los servicios a los que se habían comprometido al tener que cerrar sus centros por verse inmersas en procedimientos concursales. Dicha situación desveló que aunque los usuarios dejaran de percibir esos servicios seguían obligados a continuar pagando los créditos que habían suscrito puesto que lo habían realizado con una entidad distinta con la que habían contratado, sin tener, en muchas ocasiones, conocimiento de dicha situación los consumidores afectados, a los que no se les había informado de que habían firmado un contrato vinculado. Por ello, como medida para paliar la situación creada y, con el fin de eliminar la exigencia de la «exclusividad», este presupuesto se reformó mediante la Ley 62/2003, que fue muy criticada principalmente por dos razones: por no servir para remediar los conflictos que se habían creado anteriormente al resultar sólo aplicable a supuestos que pudieran presentarse en el futuro y, porque sólo suprimió el requisito de la exclusividad cuando el contrato financiado se tratase de un servicio de tracto sucesivo y prestación continuada.

Contando con esta premisa, la tutela del usuario de un crédito al consumo ha pasado a incrementarse recientemente tras la aprobación de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, que, con relación a la protección del consumidor, ha sufrido una profunda revisión en el reforzamiento del derecho de información; la supresión del requisito de exclusividad en los contratos vinculados y la introducción de la posibilidad de que el consumidor pueda ejercitar el derecho de desistimiento. Y, respecto a las entidades prestadoras de crédito, imponiendo la obligación de controlar el poder adquisitivo del consumidor para afrontar un crédito y su capacidad de endeudamiento, así como la exigencia de que éstas se responsabilicen solidariamente con el proveedor.

Otra medida de defensa del crédito, vinculada también con la financiación, y con fin de mejorar la situación de los consumidores, es la correspondiente al control que se ha impuesto a las entidades prestamistas de créditos hipotecarios, en la Ley 2/2009, de 31 de marzo, que regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o crédito, que impone una mayor regulación y control en la concesión del crédito, habida cuenta de la enorme trascendencia que ha adquirido actualmente la reagrupación de créditos y de que estas entidades al quedar excluidas de las normas propias del sector bancario, están afectas únicamente a la normativa de protección del consumidor, que habrá, que poner en relación con la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario y otras normas del sistema hipotecario y financiero, de regulación de las hipotecas inversas y el seguro de dependencia.

La Ley 2/2009 regula una situación anteriormente no prevista. Dota al consumidor de mayor protección jurídica en los casos en que concierte préstamos o créditos hipotecarios con entidades no crediticias o en supuestos de intermediación o asesoramiento en la concesión de préstamos o créditos; excluye a las entidades de crédito, sometidas a las normas de ordenación y disciplina de crédito y supervisadas por el Banco de España y respeta el régimen actualmente vigente en materia de crédito al consumo, venta a plazos de bienes muebles y comercialización a distancia de servicios financieros.

Para reforzar la posición del consumidor cuando contrata, esta Ley refuerza el derecho de información desde el inicio del proceso contractual estableciendo su contenido pormenorizadamente así como el establecimiento con carácter previo de unos plazos para que el consumidor pueda disponer de toda la información y del contrato con carácter previo a su formalización y concede el plazo de 14 días hábiles para que el consumidor de un contrato de intermediación pueda desistir del contrato.

De especial importancia es la Ley 29/2009, de 30 de diciembre, por la que se modifica el régimen legal de la competencia desleal y de la publicidad para la mejora de la protección de los consumidores y usuarios, puesto que supuso una importante modificación de determinados preceptos, no sólo del TRLGDCU sino de la publicidad en sus relaciones con los consumidores, lo que impuso la modificación, no sólo de la LCD sino asimismo de la LGP.

Dicha norma legal viene a incorporar al Derecho español la Directiva 2005/29/CE, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con los consumidores en el mercado interior y la Directiva 2006/114/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, sobre publicidad engañosa y publicidad comparativa.

Esta Ley introdujo una importante reforma legal en materia de competencia desleal, publicidad, protección de los consumidores y comercio minorista, con el objetivo de proteger a los consumidores teniendo en cuenta las exigencias del propio mercado y los legítimos intereses de los operadores económicos que actúan en el mismo. Con dicho fin, modificó la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal; la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad; el TRLGDCU, de 16 de noviembre de 2007 y Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

En los aspectos vinculados con la protección del consumidor, interesa destacar la modificación de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, de la denominada «cláusula general» para aclarar que, en las relaciones de los empresarios o profesionales con los consumidores, la deslealtad de una conducta vendrá determinada cuando el comportamiento del empresario o profesional resulte contrario a la diligencia profesional que le es exigible en sus relaciones con los consumidores y éste sea susceptible de distorsionar de manera significativa el comportamiento económico del consumidor medio o del miembro medio del grupo al que se dirige la práctica.

Establece un régimen jurídico unitario sobre la deslealtad de los actos de engaño y agresivos, siendo exigible igual nivel de corrección con independencia de que sus destinatarios sean consumidores o empresarios, superando así la tradicional distinción entre los actos desleales y la regulación de la publicidad ilícita por desleal o engañosa. Dedica un capítulo completo de la Ley a regular los actos de competencia desleal que pueden ser susceptibles de perjudicar a los consumidores y usuarios e introduce un nuevo capítulo destinado a regular los códigos de conducta que, con pleno respeto a las normas sobre la competencia, contribuyen a elevar el nivel de protección de los consumidores y usuarios.

También la nueva regulación modifica el capítulo dedicado a las normas de carácter procesal, para incorporar las acciones de cesación frente a las prácticas desleales que perjudican los intereses económicos de los consumidores y, en coherencia con la regulación adoptada sobre los códigos de conducta, las acciones frente a los empresarios adheridos públicamente a códigos de conducta que infrinjan las obligaciones libremente asumidas o incurran en actos de competencia desleal.

Con relación a la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, la derogación del Título IV de la norma, queda vacío de contenido con objeto de disponer de un mismo cuerpo de acciones y remedios contra todas las prácticas comerciales que perjudiquen los intereses económicos de los consumidores.

En el TRLGDCU y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, se establece, con carácter general, que las prácticas comerciales de los empresarios dirigidas a los consumidores se rigen únicamente por lo dispuesto en la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal y en el propio texto de esta norma, sin que quepa imponer a los empresarios o profesionales otras prohibiciones u obligaciones, que tengan por objeto la protección de los intereses económicos de los consumidores, distintas a las previstas en esas normas.

Se incorporan las obligaciones de información por parte de los empresarios a los consumidores en aquellas prácticas comerciales que incluyan información sobre las características del bien o servicio y su precio, posibilitando que el consumidor o usuario tome una decisión sobre la contratación e introduce la tipificación como infracción de consumo de las prácticas comerciales desleales.

Finalmente se adapta la regulación sobre las ventas promocionales a las disposiciones de la Directiva 2005/29/CE, en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

La Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, también ha modificado sustancialmente la regulación de los contratos vinculados con el fin de lograr un mejor equilibrio entre los intereses de los bancos prestamistas y los clientes usuarios de este servicio financiero.

Esta Ley pone especial empeño en reforzar el derecho de información, así como en reconocer con carácter genérico, la posibilidad de ejercitar el derecho de desistimiento.

Con la misma finalidad de ampliar la protección al consumidor se han mantenido algunas medidas referentes a la oferta vinculante; a la penalización por falta de forma y omisión de cláusulas obligatorias; a la modificación del coste total del crédito; a las liquidaciones a realizar por la ineficacia o resolución del contrato; a las obligaciones cambiarias y al cobro indebido, así como a la eficacia de los contratos de consumo vinculados a la obtención de un crédito.

Los aspectos más relevantes que ofrece esta reforma se centran en el carácter imperativo de sus normas, garantes de los derechos de los consumidores, estableciendo expresamente en su art. 5 que los consumidores no podrán renunciar a los derechos reconocidos en la Ley, declarando nulos tanto la renuncia a los mismos como los actos contrarios a la misma; el derecho de desistimiento y de reembolso anticipado, que se trata en epígrafes posteriores.

Sobre el deber de información y de evaluación de la solvencia, cabe destacar que los bancos quedan obligados a evaluar la solvencia del prestatario como medida destinada a evitar que concedan préstamos de forma irresponsable, con riesgo de sobreendeudamiento para el consumidor.

Por otro lado, los arts. 8 a 19 de la Ley amplían la información que por parte de las entidades de crédito e intermediarios debe facilitarse a los consumidores sobre los términos y condiciones del crédito, tanto con carácter previo a su celebración como la que debe contenerse en el contrato de crédito. Además, el art. 16.2 g) exige que en el documento del contrato se indique expresamente la forma de cálculo de la tasa equivalente (cuyo método de cálculo se expone en el art. 32 y en el Anexo I), y en el caso de que se omita este dato el consumidor tan sólo quedará obligado a abonar el interés legal en los plazos convenidos.

Con relación a los intermediarios de crédito, incluidos los prestamistas privados, el consumidor debe ser informado antes de la celebración del contrato, con independencia de que en la venta del crédito haya participado o no un intermediario de crédito, por lo que hay que entender que, como regla general, los requisitos de información precontractual deben aplicarse también a éstos. No obstante, a los proveedores de bienes y servicios que actúen como intermediarios de crédito de manera subsidiaria no se les impone la obligación de proporcionar la información precontractual. Se considera, por ejemplo, que los proveedores de bienes y servicios actúan como intermediarios de crédito a título subsidiario si su actividad como intermediarios no constituye el objeto principal de su actividad. En tales casos, se presume que el consumidor está suficientemente protegido, ya que el prestamista ha de garantizar que reciba la información precontractual completa, bien a través del intermediario, o bien por cualquier otro medio adecuado.

Sobre los llamados contratos vinculados, que han dado lugar al mayor número de discusiones doctrinales y jurisprudenciales en este ámbito, regulados en los arts. 26 y 29, se circunscriben a supuestos de financiación en los que el crédito tiene como destino la adquisición de bienes o servicios.

Estos contratos deben estar precedidos por un acuerdo de colaboración entre el vendedor y la financiera. Ello beneficia al vendedor que le permite obtener el importe de su compraventa y al prestamista porque le ofrece la posibilidad de financiar en exclusiva a la clientela del vendedor. Asimismo debe tratarse de contratos que se hayan pactado con el empresario concedente del crédito, siempre que se establezca expresamente que la operación incluye la consecución de un crédito de financiación, al que queda condicionado, siendo nulo el pacto incluido en el contrato por el que se obligue al consumidor a un pago al contado o a otras fórmulas de satisfacción cuando no se obtenga el crédito de financiación previsto. En estos casos, deberá procederse a la restitución recíproca. Además, el consumidor tendrá derecho a ciertas compensaciones o deducciones excepto cuando la extinción del contrato sea debida a causa a él imputable. Igualmente, las cláusulas en las que el proveedor exija que el crédito para su financiación pueda ser otorgado únicamente por un determinado concedente se tendrán por no puestas.

Conforme al art. 29.1, la existencia de contratos vinculados está supeditada a que concurran dos requisitos. En primer lugar que el crédito contratado sirva exclusivamente para financiar un contrato relativo al suministro de bienes específicos o a la prestación de servicios específicos. En segundo término, que ambos contratos constituyan una unidad comercial desde un punto de vista objetivo. Nos encontraremos ante una unidad comercial cuando el mismo proveedor del bien o servicio financie el crédito al consumo, o si la preparación o celebración del crédito se lleva a cabo gracias a la participación del proveedor, o finalmente, si en el mismo contrato de crédito se señalaran expresamente los bienes entregados o los servicios que se vayan a prestar al consumidor.

Gracias a la nueva redacción incorporada en el art. 29.1, no habrá ninguna duda de que nos encontraremos ante un contrato vinculado cuando ambos contratos se hayan suscrito con la finalidad de facilitar al cliente la posibilidad de adquirir el bien o disfrutar de la prestación del servicio, es decir, cuando ambos contratos, a partir de datos objetivos constituyan, como lo define la nueva Ley, una única unidad comercial. En cualquier caso, si bien el art. 16.2 e) prevé que el contrato de crédito vinculado debe indicar específicamente el producto o servicio contratado por el cliente, la omisión de este dato no conlleva que ambos contratos no puedan calificarse como vinculados, pues lo necesario es que concurran los requisitos antes expuestos. Además, resultaría cuanto menos paradójico que esta omisión tuviera como único beneficiario al prestamista, parte del contrato que precisamente ha propiciado la omisión.

En esta misma línea de protección del consumidor se encuadra el contenido del apartado 2 del art. 29, según el cual si el consumidor ha ejercitado su derecho de desistimiento respecto del contrato de suministro de bienes o servicios, financiado en todo o en parte con un contrato de crédito al consumo, el cliente quedará desvinculado respecto de este último, sin obligación de abonar ninguna clase de penalización.

El apartado 3 del art. 29 recoge la responsabilidad del prestamista en los casos de incumplimiento del proveedor. Tan sólo se establecen dos requisitos: por una parte que los bienes o servicios no hayan sido entregados en todo o en parte, o no sean conforme a lo pactado en el contrato. En segundo lugar, que el consumidor haya reclamado judicial o extrajudicialmente frente al proveedor, sin que haya visto satisfecho su derecho.

Por otra parte, debe hacerse mención a la modalidad de contrato de consumo prevista en el art. 26, cuya eficacia se condiciona a la obtención por parte del cliente de un crédito que le permita precisamente poder hacer frente al coste de ese bien o servicio.

Con la Ley 16/2011, el legislador ha decidido incluir en la regulación de los contratos de crédito al consumo la figura de los intermediarios de créditos, estableciendo en el art. 33 las obligaciones que éstos contraen respecto de sus clientes. Con ello, el legislador no hace sino incorporar en esta norma el contenido de las obligaciones previstas en los art. 19 y 20 de la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o crédito, de forma que el intermediario de crédito está obligado a indicar en su publicidad y en la documentación destinada a los consumidores el alcance de sus funciones y representación, precisando en particular si trabaja en exclusiva con una o varias empresas o en cambio lo hace como intermediario independiente. Será sólo en este último caso, es decir, cuando el intermediario de crédito no actúa en exclusiva, cuando el art. 22.1 de la Ley 2/2009 le permite percibir una retribución por parte del cliente.

Se incide además en el supuesto de que cuando el consumidor deba pagar una remuneración al intermediario de crédito por sus servicios, éste deberá informar de ella al consumidor y acordar por escrito con éste el importe de la misma, siempre con una antelación mínima de quince días naturales a la celebración del contrato de crédito.

Como novedad destacable en la regulación de la figura del intermediario de crédito, el apartado c), del art. 33 de la Ley 16/2009, regula la obligación del intermediario de comunicar el importe de esta retribución al prestamista, a fin de que éste la tenga en cuenta en el cálculo de la tasa anual equivalente.

En cuanto al régimen sancionador, regulado específicamente en su art. 34, incide con especial énfasis en el cumplimiento por parte de las entidades de crédito de las obligaciones relativas a la información precontractual y de evaluación de la solvencia del consumidor. De esta forma, si el incumplimiento por las demás personas físicas y jurídicas constituye una infracción en materia de protección de los consumidores y usuarios, el incumplimiento por entidades de crédito de las obligaciones impuestas por esta Ley se sanciona conforme al régimen de responsabilidad establecido en la normativa sobre disciplina e intervención de las entidades de crédito, previsto en la Ley 26/1988 sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito. En idéntico sentido, el Real Decreto 303/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de los Comisionados para la defensa del cliente de servicios financieros, define las normas de transparencia y protección de la clientela como «aquellas que contienen preceptos específicos referidos a las entidades [de crédito] que con la finalidad de proteger los legítimos intereses de los clientes, establecen un conjunto de obligaciones específicas aplicables a las relaciones contractuales entre unos y otros, exigen la comunicación de las condiciones básicas de las operaciones y regulan determinados aspectos de su publicidad, normas de actuación e información».

Finalmente cabe destacar la importancia de los procedimientos concursales que se han producido como consecuencia de situaciones de sobreendeudamiento por parte del consumidor, que no han llegado a ofrecer la resolución de resolver estas situaciones de manera satisfactoria para ambas partes puesto que, en ningún caso, la legislación concursal española prevé la posibilidad de que cumpliendo determinados requisitos durante un plazo, el concursado se libere de las deudas que no haya pagado tras la liquidación concursal.

En este sentido, las últimas medidas urgentes adoptadas por el legislador español para paliar la crisis económica y con destino a las familias y desempleados, constituyen medidas aisladas, sin un impacto real para tratar el sobreendeudamiento de las familias.

De otra parte, en el ámbito de los servicios, como norma de adaptación de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, cabe reseñar la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, así como la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, cuya finalidad ha sido impulsar la mejora de la regulación del sector servicios, reduciendo las trabas injustificadas o desproporcionadas al ejercicio de una actividad de servicios y proporcionando un entorno más favorable y transparente a los agentes económicos que incentive la creación de empresas y genere ganancias en eficiencia, productividad y empleo en las actividades de servicios, además del incremento de la variedad y calidad de los servicios disponibles para empresas y ciudadanos. Es por ello que la primera de estas Leyes establece como régimen general la libertad de acceso a las actividades de servicios y su libre ejercicio en todo el territorio español y regula como excepcionales los supuestos que permiten imponer restricciones a estas actividades, refiriéndose únicamente a las actividades de servicios por cuenta propia que se realizan a cambio de una contraprestación económica.

Siguiendo los criterios establecidos en la Directiva, esta Ley no resulta aplicable a los servicios financieros; a los servicios y redes de comunicaciones electrónicas; a los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los servicios portuarios; a los servicios de las empresas de trabajo temporal; a los servicios sanitarios; a los servicios audiovisuales, incluidos los servicios cinematográficos y la radiodifusión; a las actividades de juego, incluidas las loterías; a los servicios sociales relativos a la vivienda social, la atención a la infancia y el apoyo a familias y personas temporal o permanentemente necesitadas, proporcionados directa o indirectamente por las Administraciones Públicas; a los servicios de seguridad privada y a los actos realizados por fedatarios públicos y registradores de la propiedad y mercantiles.

Por último, cabe citar en materia turística, la Ley 4/2012, de 6 de julio, de Contratos de Aprovechamiento por Turno de Bienes de Uso Turístico, de Adquisición de Productos Vacacionales de Larga Duración, de Reventa y de Intercambio y Normas Tributarias.

Dicha Ley 4/2012 es la consecuencia de haber tramitado como proyecto de ley el Real Decreto-ley 8/2012, de 16 de marzo, de contratos de aprovechamiento por turno de bienes de uso turístico, de adquisición de productos vacacionales de larga duración, de reventa y de intercambio, que ha aprovechado para reforzar nuevamente el derecho de información como quedaba contemplado en el Real Decreto-ley 8/2012, estableciendo expresamente que el incumplimiento de las obligaciones de información que con arreglo a esta Ley se haya de proporcionar al consumidor, ya sea con carácter previo al contrato, o para la formalización del mismo, así como durante su vigencia, facultará al consumidor para resolver la relación contractual, bastando para ello notificación fehaciente al empresario, en la que se ponga de manifiesto la falta de información que el consumidor considere no proporcionada o suficiente, recayendo la carga de la prueba de la verdadera existencia y suficiencia de la misma en el empresario, todo ello, sin perjuicio del derecho de desistimiento regulado en la Ley, ni de las sanciones que se pudieran imponer al empresario conforme a la misma (art. 8.2 Ley 4/2012) y que si el consumidor es residente en España o el empresario ejerce aquí sus actividades, la información precontractual y el contrato deberán redactarse además en castellano y, en su caso, a petición de cualquiera de las partes, podrá redactarse también en cualquiera de las otras lenguas españolas oficiales en el lugar de celebración del contrato (arts. 9.3, 11.1 y 30.3 Ley 4/2012).

Esta norma es el resultado de la implementación de la Directiva 2008/122/CE, de 14 de enero de 2009, relativa a la protección de los consumidores con respecto a determinados aspectos de los aprovechamientos por turno de bienes de uso turístico, de adquisición de productos vacacionales de larga duración, de reventa e intercambio, al ordenamiento jurídico interno. Sin perjuicio de ello, respecto a la regulación de esta figura, tiene especial relevancia la anterior Ley 42/1998, de 15 de diciembre, sobre derechos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles de uso turístico y normas tributarias, cuyas normas quedan prácticamente reproducidas en la actual regulación.

Con estas premisas, el título II de esta Ley, bajo el rótulo «normas especiales sobre derechos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles de uso turístico», ha incorporado la reglamentación de la anterior Ley 42/1998, pero con las necesarias adaptaciones de su texto para armonizarse a la actual Directiva, mientras que el Título I regula las cuatro modalidades turísticas, incorporadas a instancias de la Directiva 2008/122/CE, que son: los contratos de comercialización, venta, reventa de derechos de aprovechamiento por turno de bienes de uso turístico y de productos vacacionales de larga duración, así como los contratos de intercambio.

Se entiende por contrato de aprovechamiento por turno de bienes de uso turístico aquel de duración superior a un año en virtud del cual un consumidor adquiere, a título oneroso, el derecho a utilizar uno o varios alojamientos para pernoctar durante más de un período de ocupación.

Esta definición da cobertura no sólo a los contratos sobre bienes inmuebles, sino también a los contratos relativos a un alojamiento en embarcaciones, caravanas... En cambio, no quedan incluidos otros contratos como los de alquiler de terrenos para caravanas, ni tampoco incluye fórmulas como las reservas plurianuales de una habitación de hotel, en la medida en que no se trata de contratos, sino de reservas que no son vinculantes para el consumidor.

Contrato de producto vacacional de larga duración es aquel de duración superior a un año en virtud del cual un consumidor adquiere, a título oneroso, esencialmente el derecho a obtener descuentos u otras ventajas respecto de su alojamiento, de forma aislada o en combinación con viajes u otros servicios. En consecuencia, este derecho se obtiene a cambio de una contrapartida e incluye a los clubes de descuentos vacacionales y productos análogos. No da cobertura a los programas de fidelización que ofrecen descuentos para futuras estancias en establecimientos de una cadena hotelera, ni a los descuentos ofrecidos durante un plazo inferior a un año o a los descuentos puntuales. Tampoco incluye los contratos cuyo propósito principal no sea ofrecer descuentos o bonificaciones.

Por el contrato de reventa, un empresario, a título oneroso, asiste a un consumidor en la compra o venta de derechos de aprovechamiento por turno de bienes de uso turístico o de un producto vacacional de larga duración.

Esta modalidad abarca los contratos de intermediación concluidos entre un agente de reventa y un consumidor que desea vender o comprar un derecho de aprovechamiento por turno de un bien de uso turístico o un producto vacacional de larga duración, a cambio de un corretaje o comisión. Cuando un empresario no actúa como intermediario, sino que compra un derecho de aprovechamiento por turno o de un producto vacacional de larga duración y posteriormente lo revende a un consumidor, el contrato es de venta de este derecho o producto y está comprendido, respectivamente, en los artículos 2 y 3 de la Ley, toda vez que dichos apartados no se limitan a las ventas de primera mano.

Finalmente, en el contrato de intercambio un consumidor se afilia, a título oneroso, a un sistema de intercambio que le permite disfrutar de un alojamiento o de otros servicios a cambio de conceder a otras personas un disfrute temporal de las ventajas que suponen los derechos derivados de su contrato de aprovechamiento por turno de bienes de uso turístico.

10.  Regulación estatal y autonómica

Dado, en todo caso, su naturaleza pluridisciplinar, en la que la regulación de determinadas materias depende, a su vez, del ámbito competencial que corresponda a esa materia, su articulación no puede hacerse desde la perspectiva exclusivamente estatal sino que debe ponerse en concurrencia con el derecho comunitario, en cuanto a la génesis de muchas de sus normas y, autonómico, en cuanto al desarrollo y ejecución de competencias.

Como inicialmente esta competencia no quedó reconocida en la Constitución, amparándose en el ap. 3.º del art. 149 CE, las Comunidades Autónomas la recogieron como propia en sus respectivos Estatutos de Autonomía y la desarrollaron en sus Estatutos o Leyes de protección al consumidor. Por ello, la normativa estatal de consumo está básicamente referida al desarrollo de las bases de las obligaciones, a los contratos y al régimen de responsabilidad y de garantía de los productos y servicios, correspondiendo la materia disciplinaria y sancionadora al orden autonómico.

11.  Impulsor de la armonización de legislaciones en el ámbito del derecho contractual

Una gran parte de la normativa de consumo se encuentra íntimamente vinculada con la seguridad de los productos y con los contratos entre consumidores, de lo que deriva la exigencia de que la mayor parte de la normativa de consumo tenga que partir de las relaciones contractuales estereotipadas, acomodándose a las necesidades propias de este sector. Al provenir, sin embargo, la mayoría de sus disposiciones de Directivas comunitarias, ello obliga a que las normas propias de cada país tengan que ir cediendo ante las comunitarias, adoptando principios comunes, por la obligación de tener que transponer dichas disposiciones al derecho interno, adecuando éste a lo en ellas predispuesto. Un intento de ello puede apreciarse en la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a una normativa común de compraventa europea, cuyo estudio se hace en el siguiente capítulo.

12.  Mecanismos específicos de resolución de conflictos: arbitraje de consumo y acciones colectivas

Otro de los factores que hay que destacar de esta normativa es su intento de acercar la justicia al ciudadano a través de dos mecanismos. El primero consiste en un procedimiento específico de resolución de conflictos, que es el arbitraje de consumo. El segundo, en otorgar especial protagonismo al movimiento asociacionista, potenciando su posición en el proceso y su función mediadora y representativa de los intereses de los consumidores y usuarios y en el reconocimiento del ejercicio de las acciones colectivas.

El arbitraje de consumo se trata de un mecanismo gratuito y de fácil acceso y comprensión para el ciudadano, incluso vía telemática y arbitraje de consumo colectivo, regulado en el Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero. Esta disposición fue modificada por el Real Decreto 863/2009, de 14 de mayo, referente únicamente al artículo 51.2, en relación con el arbitraje de consumo electrónico. No obstante, también leyes posteriores, como la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, presenta como novedad en su artículo 35 la posibilidad de lograr una resolución extrajudicial de los conflictos que surjan entre el consumidor y el prestamista o intermediario de crédito permitiendo que puedan someter sus conflictos al arbitraje de consumo, mediante la adhesión al sistema arbitral del consumo (SAC), o a otros sistemas de resolución extrajudicial de conflictos, que figuren en la lista que publica la Comisión Europea sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos con consumidores y que respete los principios establecidos por la normativa comunitaria, así como a los mecanismos previstos en la legislación sobre protección de los clientes de servicios financieros.

Dicho precepto es una remisión a la normativa general reguladora del arbitraje de consumo, debiendo ponerse en relación con los artículos 57 y 58 TRLGDCU, que regulan el sistema arbitral de consumo, desarrollados reglamentariamente por el Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero.

En todo caso, al ser una norma de protección de los consumidores, de conformidad con el artículo 57.4 TRLGDCU, los convenios arbitrales con los consumidores distintos del arbitraje de consumo previsto en dicha disposición, sólo podrán pactarse una vez surgido el conflicto material o controversia entre las partes del contrato, salvo que se trate de la sumisión a órganos de arbitraje institucionales creados por normas legales o reglamentarias para un sector o un supuesto específico, teniendo carácter supletorio con las normas autonómicas que regulan esta materia.

Respecto a la mediación en materia de consumo, hay que estar a lo dispuesto en el art. 38 del Real Decreto 231/2008, que la contempla en el procedimiento arbitral, puesto que el Real Decreto-Ley 5/2012, de 5 de marzo, de mediación en asuntos civiles y mercantiles que da cumplimiento a la Directiva 2008/52/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, excluye de manera expresa la mediación de consumo.

El segundo de estos instrumentos consiste en el ejercicio de las acciones colectivas, contempladas tanto en la Ley 7/1998, de 13 de abril, de Condiciones Generales de la Contratación, como en la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil para la defensa de los denominados intereses colectivos o difusos, a expensas de las modificaciones introducidas por la Directiva 2009/22/CE, de 23 de abril de 2009, relativa a las acciones de cesación en materia de protección de los intereses de los consumidores.
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El derecho de consumo en la Unión Europea 



I.  GÉNESIS DEL DERECHO DE CONSUMO

Aunque en Europa el movimiento de protección de los derechos de los consumidores y usuarios quedó consolidado alrededor de los años ochenta, a partir de mediados del siglo XX empezaron a fraguarse las primeras iniciativas en favor de este movimiento. En concreto, en Dinamarca se constituyó por vez primera en 1947, el Consejo danés del consumidor; en Gran Bretaña se creó la primera Comisión de trabajo para ofrecer una mayor protección a los consumidores, de la que salió el informe Molowny, en 1962, que dio lugar a la primeras respuestas legislativas entre las que destacan Leyes como la Consumer Credit Act (1974) y la Consumer Protection Act (1971 y 1987), de gran influencia en disposiciones posteriores y en los movimientos asumidos por las organizaciones de consumidores en Alemania con los trabajos de la Comisión para mayor protección de los consumidores. La, entonces, República Federal Alemana contó con una Ley reguladora de las condiciones generales de los contratos, aprobada el 9 de diciembre de 1976 y Francia creó el Instituto Nacional del consumo en 1966, si bien anteriormente ya tenía el Bureau de la Consommation y contaba con la Loi Royer, de 27 de diciembre de 1973.

Especial trascendencia tuvo el discurso que pronunció el Presidente de los Estados Unidos, John F. Kennedy, en el Mensaje al Congreso el 15 de marzo de 1962, en el que puso de manifiesto los aspectos que posteriormente sustentaron la protección de los derechos de los consumidores como categoría específica: «Los consumidores, todos nosotros por definición, representan el grupo económico más importante y se hallan interesados en casi todas las decisiones económicas, públicas y privadas. Sus gastos representan las dos terceras partes de los gastos económicos totales. Sin embargo, constituye el único grupo que no está organizado realmente y cuya opinión casi nunca es tenida en cuenta».

Desde entonces, se empezó a conferir un estatuto específico al consumidor, concretado en la descriptiva y conocida frase: «consumidores somos todos».

Este discurso fue especialmente significativo porque sirvió para dar dimensión social a la esfera de protección de los derechos de los consumidores y usuarios, al poner de relieve que su defensa atañe personal y directamente a todos los individuos y a toda la comunidad en general.

Su repercusión se hizo sentir en Europa, donde comenzaron a consolidarse los primeros movimientos asociacionistas y se dictaron disposiciones legales para proteger directamente al consumidor; se respaldaron actuaciones específicas en materia de publicidad y condiciones generales de contratación abusiva, que adquirieron repercusión a nivel europeo a través de la promulgación de diversas declaraciones y resoluciones. Pero donde realmente la actividad legislativa resultó decisiva fue en el ámbito comunitario, dado el carácter vinculante de la mayor parte de sus disposiciones. Desde 1961, año en el que Sicco Mansholt, Comisario de Agricultura, convocó por primera vez a los representantes de los consumidores, la Unión Europea no ha cejado en su empeño de desarrollar una política de protección a los consumidores, como se expone a continuación.

II.  EL DERECHO DE CONSUMO EN LA UE

La necesidad de reconocer normas de protección de los consumidores es indudable en un espacio económico único puesto que mercado y consumo forman un binomio inseparable e incuestionable en la actualidad. Ello justifica que la formación del derecho de consumo esté fuertemente impregnada de las políticas comunitarias. Por ello, toda la evolución en esta materia ha avanzado de forma paralela, si bien normalmente la expansión en un sector ha llevado aparejado el retroceso del otro.

Inicialmente se empezó reforzando el mercado dando lugar a lo que gráficamente se denominó Europa de los mercaderes, caracterizada por centrar todas las finalidades en la creación de un amplio mercado común interior. Posteriormente, el desequilibrio que provocó dio paso a lo que se conoció como la Europa de los ciudadanos, marcada porque en esta fase se legisló sobre derechos de protección de los particulares frente a las empresas.

Tradicionalmente se ha distinguido en tres fases el proceso que dio paso de la Europa de los mercaderes a la de los ciudadanos (Martínez de Aguirre).

La primera etapa abarca el período comprendido entre 1957 y 1972 y se caracteriza por centrar todas las finalidades en la creación de un amplio mercado común interior. Para ello, se partió de la premisa de que el consumidor era una clase privilegiada, en el sistema liberal de economía de mercado, que no precisaba una protección específica. Esta convicción, sin embargo, por parte de los legisladores de los Estados miembros resultó errónea debido a que el progreso industrial, al aumentar la importancia de los grupos empresariales, el nivel de sofisticación de sus productos, el desarrollo del crédito y la influencia de la publicidad provocaron un desequilibrio de fuerzas entre los consumidores y los profesionales.

El mismo fenómeno se apreció con la creación del mercado único. La ampliación del mercado favoreció la lejanía y, consecuentemente, el distanciamiento, tanto económico como efectivo entre profesionales y consumidores, propiciando con ello la despersonalización real en la distribución. En consecuencia, en esta etapa, la creación del mercado único resultó idónea para los comerciantes, pero no para los consumidores, debido a que el Tratado de Roma no había previsto una normativa específica de protección al consumidor, al mismo tiempo que se constató la inexistencia de Tribunales que resolvieran sus cuestiones específicas y la ausencia de unos órganos de representación adecuados.

No obstante, en este período, la Comisión, consciente de esta despreocupación por los intereses de los consumidores, adoptó dos iniciativas importantes: la creación de un «Comité de contacto con los consumidores de la Comunidad Europea», órgano al que se le dio una función representativa de los intereses de los consumidores en el seno de la Comunidad Económica Europea y la del «Servicio especializado para las cuestiones relativas a los consumidores», dependiente de la Dirección General encargada de los asuntos de la competencia.

La segunda etapa puede concretarse entre los años 1972-1984, en la que se percibió un intento de diseñar la Europa de los ciudadanos. Entre los momentos más significativos que merecen reseñarse en estas fechas, cabe citar la aprobación de la Carta Magna del consumidor, por parte de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa en 1972, que recoge sus derechos, centrados en la protección de la salud y seguridad; en los intereses económicos y sociales; en el derecho de información y en el derecho a la educación y representación en materia de consumo; y la reunión de los Jefes de Estado o de Gobierno celebrada en París durante los días 19 y 20 de octubre de 1972, que acordó invitar a las instituciones de la Comunidad a reforzar y coordinar las acciones en favor de la protección de los consumidores.

Para ello se definieron sus derechos en el «Programa Preliminar» de 14 abril 1975; se establecieron las líneas programáticas de actuación en su Segundo Programa de 1981, y se potenció el comercio intracomunitario (Cámara Lapuente).

Siguiendo esta pauta, por Resolución de 14 de abril de 1975, el Consejo de las Comunidades Europeas aprobó salvaguardar y fomentar la defensa de los intereses de los consumidores preparando un Programa Preliminar.

Esta actividad ya la había iniciado el Comité Consultivo de los Consumidores, creado el 25 de septiembre de 1973, por decisión de la Comisión de las Comunidades Europeas, que se encargó de configurar los mecanismos e instituciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos adoptados en París, de forma tal que progresivamente se fue creando el Servicio de medio ambiente y protección de los consumidores y el Comité consultivo de los consumidores.

Simultáneamente se concedieron ayudas financieras a las organizaciones de los consumidores y, finalmente, se elaboró un proyecto de acción comunitaria para su defensa, considerado el germen del futuro Programa Preliminar encargado de establecer las bases sobre las que se debía forjar la actividad consumista, orientada a:


	
a) proteger a los compradores de bienes y servicios frente a los abusos de poder del vendedor y, en particular, frente a los contratos tipo establecidos unilateralmente; 

	
b) prohibir la exclusión abusiva de derechos esenciales en los contratos, 

	
c) regular las condiciones de concesión del crédito, 

	
d) regular y controlar los métodos de venta agresivos. 



Al mismo tiempo facilitó un concepto de consumidor, entendiendo por tal, a la «persona involucrada en los diferentes aspectos de la vida social que pueden afectarle directa o indirectamente como consumidor» y configuró los derechos de los consumidores en los siguientes: protección a la salud y seguridad y de los intereses económicos; derecho a la educación, a la información y a ser representado, y finalmente, derecho a ser indemnizado de los daños y perjuicios sufridos.

En esta misma etapa, el Consejo de Europa elaboró la Carta de Protección del Consumidor de 17 de mayo de 1973.

Transcurridos los cuatro años que se concedieron como plazo de ejecución del Programa Preliminar de la Comunidad Económica Europea, las valoraciones que se dieron fueron negativas a consecuencia de la grave situación económica que sufrió dicho período, derivada de la crisis del petróleo y de los obstáculos para armonizar los objetivos duales de la política comunitaria: construcción del mercado interior y protección de los intereses de los consumidores. Resultado de todo ello fue que en esta etapa no se pudo adoptar ninguna Propuesta de Directiva.

El 27 de junio de 1979 se presentó el segundo Programa para una Política de Protección e Información a los consumidores. Sus objetivos, aprobados por el Consejo de Ministros el 19 de mayo de 1981, se centraron en fomentar un mejor diálogo entre los consumidores y los productores-distribuidores; facilitar una mayor información al consumidor; propiciar la intervención de los consumidores en la toma de acuerdos y, por último, en luchar contra las tendencias proteccionistas que habían empezado a aparecer tras la crisis económica generalizada. También fijó el calendario de medidas, tendiendo más a promocionar los intereses del consumidor que a su protección.

Sus actuaciones ahondaron en las ya emprendidas, fijándose especialmente en la adopción de mecanismos de protección al consumidor contra los riesgos que afectasen a su salud y seguridad y, en el control de los precios y de la calidad de los servicios públicos o privados. Fue así como todas las iniciativas se dirigieron a la elaboración de la Directiva sobre etiquetaje y presentación de productos alimentarios, fijando como objetivo prioritario, aumentar la seguridad en la utilización de bienes de consumo o servicios y mejorar las condiciones para una buena salud de los consumidores.

Dichas iniciativas dieron paso a la tercera fase (1984-2001), caracterizada por ser una etapa muy prolífica legislativamente y activa en la toma de iniciativas. Entre ellas, el 2 de marzo de 1984 el Consejo de Ministros decidió crear un sistema comunitario con el fin de intercambiar informaciones referentes a los peligros derivados de la utilización de productos de consumo.

Entre las diversas Directivas que se elaboraron, el 10 de septiembre de 1984 se presentó la Directiva de armonización de legislaciones sobre publicidad engañosa, que reforzó las acciones previstas contra determinadas prácticas abusivas insistiendo en la calidad de los servicios prestados y en la transparencia de los precios.

Tras la celebración del primer Consejo de Ministros comunitario el 12 de diciembre de 1983, la comunicación que se preparó a la Comisión, de 4 de julio de 1985, denominada «Necesidad de un nuevo impulso para la política de protección de los consumidores», integró la parte más representativa del último programa comunitario dirigido a cubrir las deficiencias habidas en los programas anteriores. El citado documento hizo un análisis crítico de los resultados obtenidos, dando una valoración negativa en cuanto a la demora sufrida en las medidas adoptadas (Martínez de Aguirre).

Las razones de ello se concretaron en cuatro puntos: a) Recesión económica que afecta tanto a los consumidores como al resto de agentes económicos; b) Problemas de competencia comunitaria en materia de defensa de los consumidores; c) Exigencia de la regla de la unanimidad con el fin de fomentar la aproximación de legislaciones; d) La práctica consistente en la presentación de propuestas que imponen reglas para una gama ilimitada de productos o de ingredientes (armonización vertical).

Sobre estas bases se confirmó la necesidad de dar un nuevo impulso a la actividad consumista puesto que la promoción de los intereses de los consumidores ya formaba parte integrante de una política centrada en el bienestar de los ciudadanos, constituyendo un elemento indispensable dentro de los fines de la Comunidad. Para ello, su consecución debía orientarse hacia la realización de las siguientes actuaciones: a) Los productos vendidos en la Comunidad deberían responder a normas sanitarias y de seguridad aceptable; b) Los consumidores deberían tener la posibilidad de obtener beneficios del Mercado Común; c) Los intereses de los consumidores deberían tomarse en consideración en el resto de políticas comunitarias.

Aunque la comunicación incluía un calendario de actuación de las acciones propuestas, el Consejo se limitó a adoptar una breve Resolución el 23 de junio de 1986 sobre la orientación futura que debía seguir la política de la Comunidad Económica Europea para la protección y el fomento de los intereses de los consumidores. Ésta se consideró el tercer programa comunitario.

En opinión de la mayoría de autores, a diferencia de las Resoluciones anteriores, ésta se caracterizó por haberse formulado en términos generales, próximos a una declaración de principios, en la que no destacaba ninguna preocupación por determinar los campos de actuación privilegiados y las medidas concretas que debían emprenderse en los años venideros.

La Resolución del Consejo de 9 de noviembre de 1989, sobre futuras prioridades para el relanzamiento de la política de protección del consumidor, contenía el cuarto programa comunitario sobre consumo. En él se puso de manifiesto que la mejora de la calidad de vida, que es uno de los objetivos contenidos en su Preámbulo y en el artículo 2 del Tratado Constitutivo, requería para su consecución una política de protección de los consumidores. En respuesta a dicha resolución, la Comisión presentó el siguiente plan de acción trienal, en vigencia hasta el 31 de diciembre de 1992.

Asimismo cabe destacar que la Comisión concretó sus propuestas para aquellos campos en los que la participación del consumidor resultase más esencial para el éxito del mercado interior; mantuvo expresamente el principio de subsidiariedad y reconoció la necesidad de una gestión eficaz por parte de los Estados miembros y la imprescindible aplicación de sus Directivas.

1.  El Plan de Acción Trienal

El programa, creado para la apertura del mercado interior, contenía importantes medidas sobre los intereses del consumidor. Entre ellas figuraba la supresión de las barreras al comercio que limitaban el acceso de los consumidores a muchos productos y servicios mediante la elaboración de legislaciones de carácter sectorial y la toma de medidas correctoras para atender las necesidades económicas y de seguridad de los consumidores y usuarios (responsabilidad de productos defectuosos, publicidad engañosa, intercambio rápido de información...), declarando la Comisión la urgencia de desarrollar las Directivas que regulasen estas materias.

Teniendo como objetivo primordial la consecución del mercado interior, se identificaron cuatro áreas principales: 1.- Representación de los consumidores. 2.- Información a los consumidores. 3.- Seguridad de los consumidores, y 4.- Operaciones comerciales de los consumidores.

1.1.  Representación de los consumidores

Con la finalidad de lograr los mejores beneficios sociales y económicos del mercado interior, se tendió a incrementar la participación de los consumidores en las actuaciones comunitarias. Para ello la Comisión creó un nuevo Consejo Consultivo de los Consumidores y adoptó las siguientes medidas: 1.- Completar la instauración y el desarrollo del Consejo Consultivo de consumidores y contribuir a que los Estados participen de políticas semejantes. 2.- Respaldar el desarrollo de organizaciones de consumidores, mediante la concesión de ayudas económicas o técnicas a proyectos y medidas, así como al intercambio de informaciones y experiencias. 3.- Fomentar una mayor concertación entre productores y consumidores.

1.2.  Información a los consumidores

La confianza de los consumidores fue otro de los aspectos que se pretendió lograr regulando distintos recursos con el fin de fomentar los servicios de información mediante el envío de comunicaciones al Consejo sobre información a los consumidores; respaldando las iniciativas de tres proyectos piloto de información a consumidores europeos y centros asesores en regiones fronterizas en 1991 y 1992; aplicando la experiencia obtenida por los servicios de la Comisión en actividades conexas; impulsando la colaboración entre las organizaciones de consumidores y los sistemas educativos para intercambio del material que favoreciese la información y, finalmente, colaborando con el actual programa de la Comisión para la información y sensibilización de la juventud. Asimismo se persiguió realizar una política de transparencia en la información sobre los productos a través, fundamentalmente, de la adopción de las siguientes medidas: lograr la máxima transparencia, en especial en el sector bancario y de los seguros mediante una legislación comunitaria, que ayudase a los usuarios a elegir mejor; adoptar propuestas para garantizar la transparencia en pagos y transferencias financieras transfronterizas; adaptar las Directivas sobre etiquetado teniendo en cuenta la evolución de las necesidades actuales, modificando a tal fin, la Directiva 79/112 sobre etiquetado de productos alimenticios y, finalmente, desarrollar el concepto de etiquetado de calidad como apoyo a la calidad de los productos. También, para el desarrollo de este objetivo, la Comisión se propuso el fomento de los análisis comparativos para satisfacer la demanda de mercado, tomando en consideración el memorándum de la Comisión COM 89/209; la elaboración de una propuesta para impulsar la publicidad comparativa (modificación de la Directiva 84/540) y redactar una enmienda a la Directiva sobre publicidad engañosa, de forma que fuese posible alcanzar un equilibrio entre los intereses de los consumidores y de los proveedores.

1.3.  Seguridad de los consumidores

Con la finalidad de lograr la mayor confianza posible entre los consumidores y usuarios de servicios en el mercado interior se persiguió llegar hasta sectores no cubiertos por medidas legislativas, incorporando los avances técnicos y de conocimiento y subsanar adecuadamente las situaciones de urgencia a escala comunitaria en cuanto a la toma de medidas efectivas para garantizar la seguridad del consumidor en coordinación con las legislaciones de los Estados miembros. A tal fin se acordó preparar una Propuesta de decisión del Consejo sobre ampliación del sistema de intercambio rápido de información; estudiar si era necesario elaborar una propuesta sobre responsabilidad por daños materiales en prestaciones de servicios; modificar la Directiva 76/768/CEE del Consejo, de 27 de julio 1976, sobre aproximación de legislaciones de los Estados miembros en materia de productos cosméticos; preparar un listado sobre los productos que requiriesen atención prioritaria de los consumidores en el establecimiento de normas y en el suministro de información, completando, por ejemplo, la aplicación de la Directiva 85/374 sobre responsabilidad por productos y aprobar, finalmente, un proyecto de Directiva sobre seguridad de productos.

1.4.  Operaciones comerciales de los consumidores

Como la prosecución del máximo rendimiento del mercado tenía que pasar esencialmente por una utilización racional de sus productos, inmediatamente surgió la necesidad de que las operaciones de venta transfronterizas se vieran garantizadas ante el empleo de los medios electrónicos-televisión y las nuevas tecnologías de la comunicación, que quedaron asimiladas a las compras por correo.

Esta faceta es necesario vincularla con la libertad de desplazamiento establecida por el programa comunitario, que permitía a los ciudadanos viajar, trabajar y residir donde deseasen e incrementar la movilidad de los consumidores.

A tal fin se adoptó la decisión de proponer cuantas medidas legislativas permitiesen proteger las adquisiciones de cualquier consumidor en la C.E.E.

El afianzamiento de esta situación se concretó en la adopción de una propuesta de Directiva sobre cláusulas abusivas; en el estudio de posibles iniciativas para simplificar los contratos, garantías y servicios post-venta de carácter transfronterizo; en el análisis de los medios para mejorar el acceso de los consumidores a la justicia y al resarcimiento y, finalmente, en la elaboración de una propuesta sobre ventas a distancia.

2.  El Acta Única Europea

En 1986 se promulgó el Acta Única Europea con el fin de favorecer la consecución efectiva del mercado interior para el 1 de enero de 1993.

Teóricamente su entrada en vigor debió suponer una modificación sustancial de los Tratados constitutivos, que no se produjo, entre otras razones, porque éstos no contenían preceptos explícitamente referidos al consumo. De ahí que en ella sólo se manifestase una política de continuidad, caracterizada por la ausencia de una política específica de protección a los consumidores. Su única alusión estaba contenida en el artículo 100 A.3 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica Europea, expresada en los términos siguientes: «La Comisión, en sus propuestas previstas en el apartado 1 referente a la aproximación de legislaciones en materia de salud, seguridad, protección del medio ambiente y protección de los consumidores, se basará en un nivel de protección elevado».

Dicho precepto, que cabría valorar positivamente, ponía de relieve alguna de las dificultades más importantes que presentaba la política consumista comunitaria, como era la relativa a la indeterminación de los niveles donde fijar los parámetros de protección a los consumidores de los países miembros y la función que le correspondía desempeñar a la Comunidad Económica Europea en esta materia (Guzmán Zapater).

Tras su entrada en vigor, la tarea armonizadora quedó reducida a legislar sobre aquellas materias que incidiesen directamente sobre el mercado interior, quedando, por tanto, vinculada a la libre circulación de bienes y de servicios.

Para ello se publicó la Resolución del Consejo de 7 de mayo de 1985, según la cual, solamente las legislaciones nacionales derivadas de exigencias de carácter imperativo podían ser objeto de armonización y se optó por efectuar la armonización por medio de Directivas marco, para que fijasen los objetivos generales de seguridad y las exigencias esenciales a que los productos cuya comercialización se pretendía en el mercado europeo debían responder y conferir a los organismos competentes en materia de normalización la tarea de elaborar las especificaciones técnicas que desarrollasen esas Directivas generales, considerando normas de carácter voluntario a las que se hubieran realizado siguiendo este procedimiento, sin perjuicio de que las Administraciones nacionales reconociesen a los productos fabricados, en atención a las normas armonizadas, una presunción de conformidad con relación a las exigencias esenciales establecidas en cada Directiva.

Tampoco el Libro Blanco preparado por la Comisión sobre la consecución del mercado interior fomentó la política consumista debido a la excesiva invocación del principio de equivalencia y mutuo reconocimiento de las legislaciones nacionales, salvo las limitaciones impuestas en asuntos de: salud, seguridad y medio ambiente. Materias sobre las cuales el artículo 100 A.3 del Tratado exigió a la Comisión que basase sus propuestas en niveles de protección elevados aunque no especificó el parámetro sobre el que establecer el nivel de exigencia de cada país.

Todo ello llevó a que se llegase a describir el Acta Única como un mixtum compositum de tres tendencias diferentes, confluentes en la necesidad de acelerar el proceso de integración de mercados; en relanzar los nuevos principios comunitarios dirigidos a la protección de los intereses difusos con el fin de mejorar la calidad de vida de los miembros de la Comunidad, primordialmente el medio ambiente y la protección de los consumidores, y, por último, en poner de relieve la voluntad política de los Estados miembros de cambiar el procedimiento de toma de decisiones en las instituciones comunitarias.

3.  La protección de los consumidores en el Tratado de la Unión Europea (TUE)

El Tratado de la Unión Europea, de 7 de febrero de 1992, otorgó a la Comunidad Europea una competencia, que cabía añadir a las que asumió por subrogación porque ya eran de titularidad de la C.E.E. en virtud del Tratado de Roma de 25 de marzo de 1957, en origen, y posteriormente, del Acta Única Europea de 17 de febrero de 1986.

En la nueva tercera parte del Tratado Constitutivo de la C.E.E. que siguió llevando por rúbrica «Políticas de la Comunidad», se introdujo un nuevo título: el IX, bajo el epígrafe «Protección de los consumidores», integrado únicamente por el artículo 129.A. Su contenido se consideró, por propio mandato de dicho texto en su apartado A, una nueva etapa en el proceso creador de una unión cada vez más estrecha entre los pueblos de Europa.

Dicho principio desarrollaba la protección de los consumidores y usuarios en los siguientes términos: «1. La comunidad contribuirá a que se alcance un alto nivel de protección de los consumidores mediante: a) Medidas que adopte en virtud del artículo 100.A en el marco de la realización del mercado interior. b) Acciones concretas que apoyen y complementen la política llevada a cabo por los Estados miembros a fin de proteger la salud, seguridad y los intereses económicos de los consumidores, y de garantizarles una información adecuada». En su párrafo 2.º confirió al Consejo la facultad de adoptar acciones concretas, siempre que estas se encontrasen recogidas en la letra b) del apartado 1, ajustándose al procedimiento previsto en el artículo 189.B y previa consulta al Comité Económico y Social, y sin perjuicio de que los Estados miembros pudiesen adoptar medidas de mayor protección siempre que fueran compatibles con las disposiciones contenidas en el Tratado y notificadas a la Comisión.

Vigente el Tratado, se desarrolló el Segundo Plan de Acción Trienal (1993-1995) sobre Política de los Consumidores, llevando como subtítulo «poner el mercado único al servicio de los consumidores europeos». Éste valoró el Primer Plan de Acción y la aplicación del derecho comunitario del consumo, haciendo de nuevo hincapié en la interdependencia entre la política de los consumidores y usuarios, las demás políticas comunitarias, así como en la necesidad de que los consumidores percibiesen las medidas tomadas a escala comunitaria como una nueva medida de protección eficaz.

El Plan se articuló sobre dos ejes principales: la consolidación del acervo legislativo comunitario y el establecimiento de una serie de prioridades fijadas con el fin de aumentar la protección de los consumidores y lograr un mejor conocimiento de sus derechos. Entre dichas medidas figuraron: aumentar la información al consumidor; favorecer el acceso a la justicia y la solución de conflictos y adaptar los servicios financieros a las necesidades de los consumidores. Con relación a este último extremo, la Comisión, por iniciativa de la Comisaría encargada de la fiscalidad, aduanas y la política de consumo, adoptó el «Libro Verde sobre el acceso a la Justicia y la resolución de los litigios de consumo en el mercado único».

En cuanto al desarrollo de la política de protección de los consumidores, el artículo 129.A, 1 contemplaba una serie de medidas sustentadas formalmente en el artículo 100.A, delimitadas por el mercado interior y actuaciones concretas que apoyaban y complementaban las políticas nacionales, utilizando como instrumento las Directivas. Éstas no gozan de aplicabilidad directa, pero, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, producen efecto directo las no desarrolladas por el Estado miembro en el plazo fijado siempre y cuando sus disposiciones sean claras, precisas, incondicionales; esto es, cuando únicamente exista la posibilidad de elegir entre diferentes instrumentos para su aplicación y, en cuestiones de fondo, carezca el legislador nacional de margen de apreciación o tenga, como máximo, la facultad de elegir entre soluciones determinadas perfectamente. Este suceso únicamente se produce cuando quien invoque la Directiva sea un particular y lo haga frente al Estado incumplidor, lo que se conoce como efecto vertical, no cuando se trata de un litigio entre particulares, en cuyo caso se denomina efecto horizontal.

Además de ello, en esta materia, hasta la entrada en vigor de la Directiva 2011/83/UE, de 25 de octubre, sobre derechos de los consumidores, se han utilizado Directivas de mínimos, que recogen, por tanto, las disposiciones que, como protección básica, se deben otorgar a los consumidores en cada uno de los Estados. En consecuencia, los legisladores nacionales quedan en libertad de elevar los niveles de protección superando ese mínimo de protección si bien esta situación puede afectar al funcionamiento del mercado interior (Morillas Jarillo).

4.  El Tratado de Maastricht de 1992

En 1992 se firmó el Tratado de Maastricht, que supuso un nuevo e importante impulso a la política de protección al consumidor.

Esta etapa se caracterizó porque el objetivo se centró, como disponía el art. 3, del Tratado en su apartado «s», en contribuir al fortalecimiento de la protección de los consumidores. Necesidad que iba implícita en el deseo de suprimir las fronteras entre los Estados miembros y de crear un mercado único.

El Tratado traspasó dicho apartado «s», al «t», y como novedad de indudable trascendencia, incorporó un nuevo título específico: el XI, cuyo nombre y contenido es: «protección de los consumidores», como sigue siéndolo en la actualidad, si bien en el título XIV.

Este Tratado introdujo notables reformas. En concreto, modificó el régimen de adopción de decisiones, pasando al procedimiento de co-decisión incorporado por el propio Tratado en el artículo 189 B (actualmente artículo 251), no modificado en los Tratados posteriores; incorporó asimismo la aplicación del principio de subsidiariedad que el propio Tratado de Maastricht introdujo en su artículo 3 B (en la actualidad artículo 5), que no ha sido abandonado y, vinculado con ello, como disponía el apartado 3 del precepto, determinó también que, en todo caso, la aproximación legislativa no impediría la acción individual de los Estados miembros con el fin de lograr una «mayor protección» del consumidor, de lo que cabría interpretar que la armonización legislativa comunitaria sería de mínimos.

Este nuevo marco legislativo abrió nuevos horizontes a la normativa comunitaria en materia de protección al consumidor, que se pretendió concretar mediante las acciones que se propusieron en el Segundo Plan trienal (1993-1995). Entre ellas, cabe destacar una fructífera etapa legislativa, unida a otra, de no menor importancia, como fue la consolidación de la Dirección General XXIV como responsable de la política de los consumidores junto a la de la salud, quedando así desvinculada del mercado interior.

Al mismo tiempo se publicaron varios Libros Verdes: sobre acceso de los consumidores a la justicia y solución de litigios de consumo en el Mercado Único de 1993 (al que siguió el Plan de Acción sobre acceso a la justicia y solución de litigios en materia de consumo en el Mercado Único de 1996); sobre garantías de los bienes de consumo y los servicios post venta de 1993; sobre servicios financieros: cómo satisfacer las expectativas de los consumidores, de 1996 y, principios generales de la legislación alimentaria de la Unión Europea de 1997 (en este caso, resultado de las conclusiones alcanzadas en el Consejo Europeo de Luxemburgo de 1997, después de que se iniciara la crisis de la encefalopatía espongiforme bovina). Asimismo se adoptaron ciertas resoluciones de gran repercusión, como fueron: el Reglamento (CE) núm. 2027/1997, sobre la responsabilidad de las compañías aéreas en caso de accidente; la Directiva 94/47/CE, relativa a la protección de los adquirentes en lo relativo a determinados aspectos de los contratos de adquisición de un derecho de utilización de inmuebles en régimen de tiempo compartido; la Directiva 97/5/CE, relativa a las transferencias fronterizas; la Directiva 97/7/CEE, relativa a la protección de los consumidores en materia de contratos a distancia; la Directiva 97/55/CE, por medio de la cual se modificó la Directiva 84/450/CEE, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de publicidad engañosa; la Recomendación 87/598/CEE, sobre un Código europeo de buena conducta en materia de pago electrónico; la Recomendación 88/590/CEE, relativa a los sistemas de pago y en particular a las relaciones entre titulares y emisores de tarjetas y la Recomendación 92/295/CEE, relativa a los códigos de conducta para la protección de los consumidores en materia de contratos negociados a distancia.

Concluyendo esta etapa, la Comisión elaboró un Tercer Plan trienal (1996-1999), caracterizado por la necesidad de responder a nuevas cuestiones, tales como biotecnología y los medios de comunicación electrónicos y la asistencia a los países de la Europa del Este y en vías en desarrollo.

5.  El Tratado de Ámsterdam de 1997

La política de protección del consumidor siguió avanzando tras la aprobación del Tratado de Ámsterdam, de 2 de octubre de 1997, que introdujo modificaciones sustanciales respecto a los objetivos marcados por la Comunidad para esta materia.

Es significativo a este respecto que el art. 153 del Tratado constitutivo, ubicado en el Título XIV: «Protección de los consumidores», empiece concretando cuáles son los derechos de los consumidores, lo que se desprende de la literalidad del precepto, cuando determina que: «Para promover los intereses de los consumidores y garantizarles un alto nivel de protección, la Comunidad contribuirá a proteger la salud, la seguridad y los intereses de los consumidores, así como a promover su derecho a la información, a la educación y a organizarse para salvaguardar sus intereses» y que junto a ello, inserte la protección de los consumidores con las restantes políticas y acciones comunitarias, a las que exige tomar en consideración estos derechos.

Esta etapa, que inicia la cuarta, también fue muy activa legislativamente. En ella se alcanzaron actuaciones de gran relevancia, centrándose las preocupaciones del legislador comunitario en seguir regulando los siguientes ámbitos, que ya habían sido objeto de atención en la etapa anterior, en concreto: la protección del consumidor frente a las nuevas tecnologías; adopción de medidas frente los daños ocasionados por productos defectuosos; facilitar el acceso de los consumidores a la justicia, así como a su representación y, al igual que en la etapa anterior, seguridad alimentaria.

En concreto, ello dio lugar a los siguientes instrumentos: Resolución 1999/C 23/01, relativa a los consumidores en la sociedad de la información; Directiva 2000/31/CE, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la información, en particular, el comercio electrónico en el comercio interior; Directiva 2000/46/CE, sobre el acceso a la actividad de las entidades de dinero electrónico y su ejercicio así como la supervisión cautelar de dichas entidades y Directiva 2002/58, relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad en el sector de las comunicaciones electrónicas; Libro Verde sobre la responsabilidad civil por productos defectuosos de 1999 y Resolución de 2002, relativa a una enmienda de la Directiva sobre la responsabilidad derivada de los productos defectuosos; Resolución 2000/C 155/01, relativa a una red comunitaria de órganos nacionales responsables de la solución extrajudicial de litigios en materia de consumo (RED-EJE); Recomendaciones 98/257/CE, relativa a los principios aplicables a los órganos responsables de la solución extrajudicial de los litigios en materia de consumo y 2001/310/CE, relativa a los principios aplicables a los órganos extrajudiciales de resolución consensual de litigios en materia de consumo; Libro Verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del Derecho civil y mercantil 2002; Comunicación de la Comisión relativa a la mejora del acceso de los consumidores a los mecanismos alternativos de solución de litigios de 2004; Decisión de la Comisión 2000/323/CE, por la que se crea un Comité de los consumidores; Decisión 2003/641/CE, por la que se crea un Grupo consultivo europeo de los consumidores y, finalmente, el Libro Blanco sobre seguridad alimentaria de 2000.

En cuanto a actuaciones concretas, la Decisión núm. 283/1999/CE, por la que se establece un marco general para las actividades comunitarias a favor de los consumidores, condujo a la elaboración del cuarto Plan de acción sobre política de consumidores 1999-2001, centrado en tres sectores de interés primordial: la representación y la educación de los consumidores, su salud y seguridad, así como sus intereses económicos.

Al Libro Verde de 2001, sobre la protección de los consumidores en la Unión Europea, siguió la Comunicación de 2002, Estrategia en materia de política de los consumidores en la Comunidad (2002-2006). Dicho texto pretendía fomentar la seguridad y la confianza de los consumidores en las transacciones transfronterizas, dotando de un alto nivel común de protección a los consumidores y facilitando la participación de las organizaciones de los consumidores en las políticas comunitarias.

En esta etapa, el número de Directivas que se publicaron fue también muy numeroso. Baste citar al respecto, la Directiva 98/7/CE, por la que se modifica la Directiva 87/120/CEE, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de crédito al consumo; la Directiva 98/6/CE, relativa a la protección de los consumidores en materia de indicación de los precios de los productos ofrecidos a los consumidores; la Directiva 98/27/CE, relativa a las acciones de cesación en materia de protección de los intereses de los consumidores; la Directiva 99/44/CE, sobre determinados aspectos de la venta y garantía de los bienes de consumo; la Resolución 2000/C 293/01, sobre los derechos de los pasajeros de líneas aéreas; la Recomendación de 2001, relativa a la información precontractual que debe suministrase a los consumidores por los prestamistas de créditos de vivienda; la Resolución de 2001, relativa al crédito y al endeudamiento de los consumidores; la Directiva 2002/47/CE, sobre acuerdos de garantía financiera; la Directiva 2002/65/CE, relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores; o el Reglamento (CE) núm. 261/2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, y se deroga el Reglamento (CEE) núm. 295/1991 y el importante Reglamento (CE) núm. 2006/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de octubre de 2004, sobre la cooperación entre las autoridades nacionales encargadas de la aplicación de la legislación de protección de los consumidores.

6.  Los Tratados de Niza y Lisboa

Dos nuevos Tratados siguieron a este último. El de Niza de 2001, que continuó el camino trazado en los anteriores Tratados, y el de Lisboa, firmado en esa localidad, el 13 de diciembre de 2007, que modifica los anteriores: el Tratado de la UE (TUE) y el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea (TCE), que entró en vigor el 1 de enero de 2009.

Dicho Tratado reitera que la protección de los consumidores y usuarios es materia compartida con los Estados (art. 2 C); modifica el apartado 2, del art. 153, que se convierte en el art. 6 bis, y los apartados 3, 4 y 5, que pasan a ser los 2, 3 y 4 respectivamente e incluye aproximadamente 40 artículos referidos al funcionamiento del mercado interior, que se encuentran recogidas en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE).

Con relación a la política de protección a los consumidores, cabe reseñar la nueva consideración de los intereses de los consumidores y de las PYMES, de la que deriva la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social europeo y al Comité de las regiones: un mercado único para la Europa del siglo XXI, que tiende a dar mayores competencias a los consumidores y a las PYME.

A este respecto, se insiste en que el mercado único debe seguir centrándose en áreas que afecten a las vidas diarias de los consumidores, como la energía, las telecomunicaciones, los servicios financieros al por menor y el comercio; en que hay que seguir educando y dando competencia a los consumidores, por ejemplo, en el campo de los servicios financieros; se sigue insistiendo en que el mercado único tiene que mantener unas normas de alto nivel, especialmente en áreas como la seguridad de los productos y de los alimentos, para lo que se hace especial hincapié en el etiquetado de los productos peligrosos; en la seguridad alimentaria y en la mejora del acceso a la información sobre productos y servicios farmacéuticos.

Durante este período hay que destacar la Directiva 2005/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con los consumidores en el mercado interior, que modifica las Directivas 84/450/CEE, sobre publicidad engañosa (derogada por la Directiva 2006/114/CE); la Directiva 97/7/CE, relativa a la protección de los consumidores en materia de contratos a distancia; la Directiva 98/27/CE, relativa a las acciones de cesación y la Directiva 2002/65/CE, relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros y el Reglamento (CE) núm. 2006/2004; la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del mercado interior, la Directiva 2008/48/CE, del Parlamento europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, relativa a los contratos de crédito al consumo y por la que se deroga la Directiva 87/102/CEE, del Consejo, la Directiva 2008/122/CE, de 14 de enero de 2009, relativa a la protección de los consumidores en los contratos de aprovechamiento por turnos de bienes de uso turístico, adquisición de productos vacacionales de larga duración, de reventa e intercambio y la Directiva 2011/83/UE, de 25 de octubre de 2011, sobre los derechos de los consumidores, por la que se modifican la Directiva 93/13/CEE del Consejo y la Directiva 1999/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan la Directiva 85/577/CEE del Consejo y la Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y la Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre los derechos de los consumidores, por la que se modifican la Directiva 93/13/CEE del Consejo y la Directiva 1999/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan la Directiva 85/577/CEE del Consejo y la Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo.

Esta última norma, que es una directiva en gran parte de máximos, regula fundamentalmente los contratos a distancia y los celebrados fuera del establecimiento mercantil entre empresas y consumidores en la Unión Europea.

Comienza con la definición de lo que debe entenderse por contrato a distancia, que debe abarcar todos los casos en que los contratos se celebran entre el comerciante y el consumidor en el marco de un sistema organizado de venta o prestación de servicios a distancia, exclusivamente mediante el uso de uno o varios medios de telecomunicación (venta por correo, Internet, teléfono o fax), hasta el momento en que se celebra el contrato, con inclusión de ese momento, así como la de contrato celebrado fuera del establecimiento, que define como un contrato celebrado con la presencia física simultánea del comerciante y el consumidor, en un lugar distinto del establecimiento mercantil del comerciante, por ejemplo, en el domicilio del consumidor o en su lugar de trabajo.

Como novedades destacables cabe señalar la prohibición de recargos encubiertos en la factura, si no estaban explícitamente anunciados en la página web, como garantías, recargos por usar un medio de pago como las tarjetas de crédito...; un período de desistimiento de 14 días; la prohibición de las «casillas preseleccionadas» para los servicios adicionales, así como un reforzamiento del derecho de información y de desistimiento. En concreto, en las compras por internet impone la obligación de informar al consumidor claramente de cuándo se concluye una compra; impone al comerciante transparencia informativa en cuanto a cualquier depósito o garantía que pueda ser exigido al consumidor con motivo de su contratación y establece el carácter obligatorio de la información que el comerciante debe facilitar al consumidor.

En relación al derecho de desistimiento, en el caso de los contratos de servicios, el plazo de desistimiento debe expirar a los 14 días de la celebración del contratos mientras que en los contratos de venta, el período de desistimiento debe expirar a los 14 días desde que el consumidor o un tercero distinto del transportista e indicado por el consumidor haya adquirido la posesión material de los bienes. Además, el consumidor debe poder ejercer el derecho de desistimiento antes de entrar en la posesión material de los bienes. Cuando el consumidor encargue múltiples bienes, el plazo de desistimiento debe expirar a los 14 días del día en que el consumidor adquiera la posesión material del último bien. Cuando los bienes se entreguen en diferentes lotes o partes, el plazo expirará a los 14 días del día en que el consumidor adquiera la posesión material del último lote o parte.

Todos los plazos deben entenderse como días naturales; y el día en que se produzca el suceso o se realice dicho acto no debe computarse dentro del mismo.

Si el comerciante no ha informado adecuadamente al consumidor, debe ampliarse el plazo de desistimiento. Sin embargo, para garantizar la seguridad jurídica en lo que respecta a la duración del período de desistimiento, conviene introducir un plazo de prescripción de 12 meses.

La directiva introduce un modelo armonizado de formulario de desistimiento. No obstante, el consumidor debe seguir siendo libre de desistir del contrato empleando sus propios términos, siempre que su declaración encaminada a desistir del contrato dirigida al comerciante sea inequívoca.

El sitio web del comerciante debe tener la posibilidad de ofrecer al consumidor la opción de cumplimentar un formulario de desistimiento en línea. En este caso, el comerciante debe proporcionar un acuse de recibo, por ejemplo, por correo electrónico.

En caso de que el consumidor desista del contrato, el comerciante debe reembolsar todos los pagos recibidos del consumidor, incluidos los correspondientes a los gastos en que ha incurrido el comerciante para entregar los bienes al consumidor.

Si el consumidor ejerce su derecho de desistimiento después de haber utilizado los bienes más de lo que sería necesario, no pierde el derecho de desistimiento pero debe ser responsable de cualquier depreciación de los bienes que sufran.

El consumidor debe estar obligado a devolver los bienes a más tardar 14 días después de haber notificado al comerciante su decisión de desistir del contrato.

El comerciante debe informar al consumidor, utilizando un soporte duradero, de toda obligación de abonar la parte proporcional del coste de los servicios ya prestados.

Si las partes no han acordado una fecha concreta de entrega de los bienes, el comerciante debe hacerlo lo antes posible y, en cualquier caso, en un plazo no superior a 30 días contados a partir de la fecha de celebración del contrato, si bien se establece un plazo adicional en determinadas circunstancias. Cuando el comerciante no ha hecho entrega de los bienes en el plazo convenido con el consumidor, este último antes de poder resolver el contrato, debe emplazar al comerciante a que lo haga en un plazo adicional razonable y tener derecho a resolver el contrato si el comerciante no ha hecho entrega de los bienes tampoco en dicho plazo adicional.

Por último, se introduce una vía de recurso contractual que permita dispensar al consumidor de la obligación de efectuar pago alguno por un suministro o prestación no solicitados.

Además de lo expuesto, también se ha suscrito un Programa de acción comunitaria en relación con la política de los consumidores (2007-2013), cuyo objetivo es integrar los veintisiete mercados interiores nacionales en el mercado minorista más grande del mundo.

El objetivo del programa se centra en complementar, apoyar y vigilar las políticas de los Estados miembros y contribuir a proteger la salud, la seguridad y los intereses económicos y jurídicos de los consumidores, así como a promover su derecho a la información, a la educación y a organizarse para defender sus intereses.

Esta finalidad se perseguirá mediante dos objetivos: garantizar un alto nivel de protección de los consumidores, concretamente mejorando la consulta y la representación de los intereses de los consumidores y garantizando la aplicación efectiva de la normativa de protección de los consumidores, en particular, reforzando la cooperación en la aplicación de la legislación, la información, la educación y las vías de recurso.

Se definen once acciones para alcanzar esos dos objetivos; en concreto, para el objetivo 1: la recopilación, intercambio y análisis de datos e información, así como la creación de herramientas de evaluación; asesoramiento jurídico y técnico, incluidos estudios, seminarios y conferencias; y contribución financiera para el funcionamiento de las organizaciones de consumidores europeas. En lo que respecta al objetivo 2, las acciones tienen por finalidad garantizar la aplicación efectiva de la normativa comunitaria, entre ellas: acciones de coordinación de seguimiento y de cooperación entre las autoridades nacionales; acciones de seguimiento y de evaluación de la seguridad de los servicios y los productos no alimentarios; acciones sobre información, asesoramiento y vías de recurso, o acciones de educación de los consumidores.

La Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social Europeo, de 13 de marzo de 2007, «Estrategia comunitaria en materia de política de los consumidores 2007-2013» persigue reforzar durante esa etapa, el comercio minorista en el mercado interior de forma que los consumidores puedan hacer sus compras libremente en toda la Unión Europea con el mismo nivel de protección y beneficiarse de los mejores precios y calidades de los productos.

Esta Comunicación tiene como objetivo establecer un nivel equivalente de seguridad y de protección en toda la Unión Europea, y un mercado interior más integrado, para lo que se han fijado los siguientes objetivos: capacitar a los consumidores instaurando un mercado más transparente que les permita tener opciones reales de consumo, por ejemplo, en términos de precio y calidad; mejorar el bienestar de los consumidores en calidad, diversidad, accesibilidad, seguridad, etc.; proteger a los consumidores contra los riesgos y amenazas graves.

Entre las prioridades fijadas para dicho período se siguen manteniendo las establecidas anteriormente: un nivel elevado de protección de los consumidores y la aplicación de las normas en materia de protección de los mismos.

Dicha política se centra en cinco ámbitos: mejorar el seguimiento de los mercados de consumo y de las políticas nacionales de los consumidores; regular mejor la protección de los consumidores; reforzar la seguridad de los productos en el mercado mediante herramientas de supervisión; integrar los intereses de los consumidores en otras políticas comunitarias; informar y educar mejor a los consumidores, por ejemplo, reforzando el papel de los centros europeos de los consumidores.

Entre las acciones previstas en esta estrategia, la Comisión prevé simplificar la legislación modificando las directivas clave en la protección de los consumidores. Con este fin, reforzará el seguimiento de los mecanismos extrajudiciales de resolución de conflictos; la vigilancia del mercado se reforzará a través de las herramientas existentes, como el sistema de alerta rápida RAPEX, y a través de la cooperación con terceros países, principalmente China y los Estados Unidos.

Entre los objetivos marcados por la Comisión figura hacer de los consumidores el núcleo de políticas de la UE, tales como las políticas en materia de sanidad, empresa, industria, medio ambiente o transporte (especialmente el transporte aéreo). También seguirá cofinanciando las acciones destinadas a mejorar el acceso de los consumidores a la información, como la Red de centros europeos de los consumidores (Red CEC) y las campañas de información en los nuevos Estados miembros.

En cuanto a actos conexos, de especial importancia fue el Libro Verde sobre la revisión del acervo en materia de consumo, dado que se parte de la premisa de que la legislación actual en esta materia se ha basado en una armonización mínima y en la posibilidad de los Estados miembros de hacer una legislación más estricta.

El Libro Verde proponía tres soluciones posibles en cuanto al grado de armonización: una plena armonización de la legislación; la armonización mínima actual combinada con una cláusula de reconocimiento mutuo; la armonización mínima combinada con el principio de país de origen (las empresas establecidas en otros Estados miembros sólo tendrían que cumplir las normas aplicables en su país de origen). Además, proponía la revisión de nueve Directivas clave en la protección de los consumidores.

También hay que reseñar el Libro Verde de la Comisión, de 30 de abril de 2007, sobre los servicios financieros al por menor en el mercado único.

Este Libro hace balance de las iniciativas en curso en ámbitos tales como el crédito hipotecario, la movilidad de las cuentas bancarias y la educación financiera. Por otra parte aclara los ámbitos en que deben emprenderse iniciativas, tales como los de seguros o ahorros de jubilación.

El Libro Verde señaló que los obstáculos principales a la integración de los servicios financieros al por menor en el mercado único estaban erradicados en el bajo nivel de actividad transfronteriza; la gran variabilidad de los precios de este tipo de servicios; la falta de posibilidades de elección y de diversidad real de los productos y las grandes disparidades en la eficiencia de los mercados, señalando que las siguientes acciones pueden contribuir al progreso de la integración de los mercados de servicios financieros al por menor:


	
- favorecer la apertura y la competencia de los mercados, a fin de que los consumidores puedan disponer de productos que respondan a sus necesidades en términos de elección, valor y calidad; 

	
- aumentar la confianza de los consumidores gracias a una mayor protección y a una mayor fiabilidad de los prestadores de servicios; 

	
- ayudar a los consumidores en su toma de decisiones, favoreciendo una información correcta e iniciativas tendentes a mejorar su cultura financiera. 



Este Libro Verde subraya que se suprimirán los obstáculos a la movilidad de los clientes, tales como el cobro de gastos por el cierre de una cuenta.

La Comisión estudia igualmente la posibilidad de eliminar los gastos artificiales que aumentan los gastos facturados a los consumidores en relación con las tarjetas de pago así como la posibilidad de ampliar el acceso a los registros de crédito y a los sistemas de compensación y liquidación.

Otras iniciativas de la Comisión tienden a favorecer la eliminación del proteccionismo de los mercados, que impide que un producto o servicio se ofrezca en otro país comunitario (por ejemplo, a causa de las divergencias existentes entre los respectivos regímenes jurídicos nacionales).

La Comisión también se propone reducir los costos reglamentarios inútiles y propone crear servicios financieros opcionales, tipificados y simplificados, tales como cuentas bancarias de base. Entre dichas iniciativas es de destacar, la Directiva 2007/64/CE, de 13 de noviembre, sobre servicios de pago en el mercado interior, por la que se modifican las Directivas 97/7/CE, 2002/65/CE, 2005/60/CE y 2006/48/CE y por la que se deroga la Directiva 97/5/CE, cuya norma de transposición fue la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago.

III.  VINCULACIÓN CON EL DERECHO CONTRACTUAL EUROPEO

La actividad legislativa referida permite valorar su contribución en la consolidación de la protección de los consumidores y usuarios mediante la adopción de las medidas legislativas propuestas a los Estados miembros, de obligado cumplimiento en su mayor parte. Pero también ha servido para que el consumidor vaya adquiriendo confianza en la utilización de las nuevas tecnologías y en la realización de compras de carácter transfronterizo.

Todo ello lo ha realizado mediante el empleo, en la mayor parte de ocasiones, de Directivas comunitarias. La elección de este instrumento ha valido, de una parte, para ir aproximando las normativas internas, al tener que incorporar a su ordenamiento jurídico interno lo establecido en ella; pero, de otra, ha puesto de manifiesto que ese carácter de mínimos, lejos de favorecer la unificación, ha propiciado la disparidad dentro de los Estados miembros, convirtiéndose en un instrumento poco operativo en la actualidad.

De ahí, que se esté barajando la posibilidad, o bien de recurrir al Reglamento, o bien a las Directivas-marco, fundamentalmente en un período en el que se ha puesto de relieve la necesidad de una sistematización de las normas de consumo en una etapa en la que resulta indudable que esta política común de protección al consumidor tiende a intensificarse. De una parte, la progresiva incorporación de países a la UE está haciendo que el mercado vaya incrementando su capacidad y volumen de ventas y, por tanto, se aumente el número de hipotéticos consumidores, que actualmente son casi quinientos millones de consumidores potenciales. De otra, la tendencia a una mayor movilidad en el trabajo, al empleo de los medios electrónicos, a la facilidad para viajar..., aumenta las posibilidades de que se eleve el número de ventas transfronterizas, lo que exige normas semejantes para dotar de mayor seguridad a las relaciones jurídicas que se originen.

Paradójicamente, sin embargo, las perspectivas de futuro no se caracterizan por un excesivo número de iniciativas propuestas. La intención es la de elaborar normas que tiendan a simplificar y sistematizar la normativa de consumo. Así lo subrayó inicialmente la Comunicación de la Comisión «Estrategia en materia de política de los consumidores 2002-2006» [COM (2002), 208 final], y lo ha seguido la Resolución del Consejo, de 31 de mayo de 2007, sobre la estrategia comunitaria en materia de política de los consumidores 2007-2013 (2007/C 166/01), en la que el Consejo insta a la Comisión en su apartado 5, a que revise el acervo comunitario en materia de protección de los consumidores con vistas a la simplificación y a una mejor reglamentación en materia de consumo, eliminando las incoherencias existentes y respetando las exigencias de las nuevas tecnologías. Asimismo se pide que presente, tomando en consideración el resultado de las consultas relativas al Libro Verde sobre la revisión del acervo en materia de consumidores, propuestas para una pertinente adaptación del acervo siempre que los derechos y obligaciones afectados garanticen un alto nivel de protección de los consumidores y mejore el funcionamiento del mercado interno.

Más allá del ámbito estricto del derecho de consumo, otra de las características que también conviene destacar de estas normas es su indudable vinculación con el derecho contractual, que ha motivado que se haya convertido en uno de los propulsores de la aproximación entre las distintas legislaciones, como consecuencia de que la mayor parte de las normas de consumo tienen su origen en Directivas comunitarias.

Entre las últimas iniciativas de especial relevancia, cabe destacar la Resolución del Parlamento Europeo, de 12 de diciembre de 2007, sobre el Derecho contractual europeo y las iniciativas referidas al proyecto Marco común de referencia (MCR), considerado una «herramienta para legislar mejor» formando un conjunto de directrices no vinculantes que sean utilizadas por los legisladores comunitarios.

Su finalidad está centrada básicamente en los principios generales de los contratos de ventas y en los daños y perjuicios. A este respecto, la Comisión ya ha puesto en marcha un proceso de selección interna con el fin de determinar qué partes del MCR se integrarán en un próximo documento, probablemente, en un Libro Blanco de la Comisión sobre un Marco Común de Referencia.

El Reglamento UE, Roma I, sobre la Ley aplicable a las obligaciones contractuales ha incorporado al Derecho interno de la Unión, el Convenio de Roma de 1980, sobre obligaciones contractuales, e introducido nuevas reglas. Con él se inicia el proceso de creación del Derecho contractual europeo, mediante la prosecución de dos objetivos estratégicos: la creación de un espacio de libertad, justicia y seguridad, y de un mercado interior.

Su propósito es incrementar la seguridad jurídica en el espacio judicial europeo haciendo previsibles las reglas para solucionar los conflictos de Leyes en materia contractual, reconociéndose libertad a las partes para determinar la ley aplicable a su contrato, sin perjuicio de la competencia del Juez para que pueda determinar qué ley tiene «vínculos más estrechos» con el litigio. Como dictamina su art. 1, resulta de aplicación, tanto a las obligaciones contractuales en materia civil, como mercantil en las situaciones que impliquen un conflicto de leyes.

También cabe mencionar al Reglamento (CE) núm. 864/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007, relativo a la ley aplicable a las obligaciones extracontractuales «Roma II», que regula la Ley aplicable en materia de responsabilidad por productos defectuosos. Esta será inicialmente la legislación del país de residencia habitual de la persona perjudicada en el momento de producirse el daño, si el producto se comercializó en ese país. Para el caso de no ser así, los mecanismos subsidiarios que establece son: la aplicación de la ley del país en el que se adquirió el producto, si el producto se comercializó en dicho país, o, en su defecto, la ley del país en que se produjo el daño, si el producto se comercializó en dicho país. Todo ello, sin perjuicio de que sea aplicable la ley del país en el que tenga su residencia habitual la persona cuya responsabilidad se alega si no podía prever razonablemente la comercialización del producto o de un producto del mismo tipo.

Actualmente se está trabajando sobre la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a una normativa común de compraventa europea, como se ha indicado en epígrafes anteriores, que, con fundamento en el artículo 114, apartado 3, del TFUE, garantizaría un elevado nivel de protección de los consumidores mediante la creación de un conjunto propio de disposiciones imperativas que mantendría o mejoraría el nivel de protección que los consumidores disfrutan en el marco de la legislación de la UE vigente en la materia.

Dicha propuesta prevé la creación de una normativa común de compraventa europea, para lo que pretende armonizar las legislaciones contractuales nacionales de los Estados miembros, no imponiendo modificaciones a las normativas contractuales nacionales vigentes, sino creando en los ordenamientos jurídicos de los distintos Estados miembros un segundo régimen de Derecho contractual aplicable a los contratos que entren dentro de su ámbito de aplicación, incluidas normas de protección de los consumidores, que coexistirá con las normas del Derecho contractual nacional vigentes y que será de aplicación a los contratos transfronterizos sobre una base voluntaria, previo acuerdo expreso de las partes.
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El principio constitucional de protección a los consumidores y usuarios y su proyección en los ordenamientos jurídicos: autonómico y estatal 



I.  INTRODUCCIÓN

El aumento sin precedentes del consumo, consecuencia de un fuerte desarrollo económico, propició el nacimiento de un nuevo grupo social en el mercado: los consumidores, que se hicieron merecedores de una política específica de protección en toda la sociedad occidental. Por ello mismo, esta normativa no se fraguó de manera aislada en España sino que, al igual que en una gran parte de países, fue la respuesta jurídica a la reiterada situación de desigualdad en las relaciones contractuales y de riesgo en el mercado.

Precisamente, atendiendo a dicha preocupación, el artículo 51 del texto constitucional reconoció por primera vez la necesidad de esta protección al establecer que:


«1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo mediante procedimientos eficaces la seguridad, la salud y los legítimos intereses de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la Ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto en los apartados anteriores, la Ley regulará el comercio interior y el régimen de autorización de los productos comerciales.»



Dicho precepto, claramente influenciado por la Resolución del Consejo de la CEE, de 14 de abril de 1975, que aprobó el Programa Preliminar de la Comunidad Económica Europea, para una política de protección y de información a los consumidores y usuarios, reconoció el principio pro consumatore elevándolo a la categoría de principio general del derecho, al mismo tiempo que concretó los derechos básicos del consumidor sobre los que debe centrarse su protección en los siguientes: a) defensa de la salud y seguridad de los consumidores; b) protección de los legítimos intereses económicos; c) protección de la información y educación de los consumidores, y d) fomento de sus organizaciones y derecho de audiencia.

Dicha disposición, sin embargo, no está aislada. Su interpretación hay que complementarla con el artículo 53 CE, que otorga a los principios rectores de la política social y económica, recogidos en el capítulo tercero, entre los que se encuentra el de protección de los consumidores y usuarios, el carácter de informadores del ordenamiento jurídico y vincula a los poderes públicos en la vigilancia y aplicación de estos principios, a la práctica judicial y a la legislación positiva, pudiendo fundamentar la inconstitucionalidad de disposiciones con rango de Ley, a tenor de lo establecido en el artículo 161.1 de la Constitución y de los artículos 27.1 y 39.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, al disponer que: «El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en la Capítulo Tercero, informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que lo desarrollen».

En ejecución de dicho mandato constitucional, la normativa de desarrollo del principio reconocido en el art. 51 CE quedó plasmada en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, que básicamente estructuró la normativa de consumo y que actualmente ha pasado a integrar el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias, mediante Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, debido, entre otros motivos, a la necesidad de integrar y de unificar gran parte de la normativa de consumo en un solo texto.

II.  LA COMPETENCIA DEL ESTADO EN LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS. PRONUNCIAMIENTOS CONSTITUCIONALES

Como estableció el Tribunal Constitucional en su sentencia de 4 de octubre de 1985, la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas deriva directamente de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía. Sin embargo, aunque parte de la regulación del derecho de consumo se encuentra contenida en los distintos Estatutos del consumidor de cada una de las Comunidades Autónomas, inicialmente ello no había sido previsto así de manera explícita porque la CE no atribuyó esta competencia exclusivamente al Estado, ni lo incluyó como un título competencial específico de las Comunidades Autónomas.

Esta materia, debido a su carácter pluridisciplinar, no aparecía contenida en la relación de competencias enunciadas en los arts. 148.1 y 149.1 de la CE, donde se enumeran las correspondientes a las Comunidades Autónomas y al Estado respectivamente.

Ante la ausencia expresa de su asignación, para su atribución se aplicó el mandato contenido en el párrafo tercero del artículo 149, según el cual: «Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos...».

De conformidad con dicho texto se interpretó que determinadas Comunidades Autónomas podían asumir esta competencia en sus respectivos Estatutos de Autonomía. En concreto, esta posibilidad sólo se ofreció a las Comunidades que habían accedido a la autonomía por la vía del artículo 151.1 CE (Andalucía); de la Disposición Transitoria 2.ª CE (Cataluña, País Vasco y Galicia) o de la Disposición Adicional 1.ª CE (Navarra). Consiguientemente, dicha circunstancia obligó a que el resto de Comunidades, excepto la Valenciana y la Canaria, accedieran a la autonomía por la vía del artículo 143 CE.

Dicha imposibilidad derivaba del mandato constitucional, en virtud del cual, sólo podían ejercitar inmediatamente aquella competencia las Comunidades Autónomas que hubiesen accedido a la autonomía por la llamada vía rápida, debiendo las demás esperar cinco años, a menos que el Estado transfiriese por una Ley Orgánica a alguna de las restantes Comunidades la competencia sobre la defensa de los consumidores y usuarios, conforme a lo previsto en el art. 150.2 de la CE.

Así pues, esta materia no fue asumida ab initio en igualdad de condiciones por las distintas Comunidades Autónomas. No obstante, aunque las dispares atribuciones entre ellas eran notorias puesto que en los Estatutos de las primeras se reconocía la competencia legislativa plena en materia de comercio interior y de defensa del consumidor y en los de las restantes Comunidades aquélla quedaba meramente limitada a ejecutar la legislación del Estado en esta materia, la mayor parte de esas autonomías conculcaron alguna de las competencias exclusivas del Estado, bien fuera en materia civil o mercantil o en cuestiones relacionadas con el Derecho Penal (De León Arce).

Mientras tanto, las Comunidades Autónomas que accedieron por la denominada vía rápida habían elaborado su propio Estatuto del consumidor. Así se publicó: la Ley 10/1981, de 18 de noviembre, que aprobó el Estatuto del consumidor para el País Vasco, actualmente: Ley 6/2003, de 22 de diciembre, de Estatuto de las personas consumidoras y usuarias; la Ley 12/1984, de 28 de diciembre, del Estatuto gallego del consumidor y usuario; la Ley 5/1985, de 8 de julio, de los consumidores y usuarios en Andalucía, hoy: Ley 13/2003; la Ley 2/1987, de 9 de abril, del Estatuto de consumidores y usuarios de la Comunidad Valenciana y la Ley 3/1993, de 5 de marzo del Estatuto del consumidor de Cataluña.

Fue precisamente el reclamo de competencias plenas por parte de las autonomías lo que indujo al Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, al Gobierno vasco y a la Junta de Galicia, a la interposición de tres recursos de inconstitucionalidad que manifestaban que el Estado no era competente para promulgar una Ley de ámbito estatal, como era la LGDCU, en razón de las competencias que tenían asumidas de manera plena.

Los tres recursos fueron acumulados y fallados en la sentencia 15/1989, que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 8.3, 2.º inciso y 40; así como que los artículos: 1.1; 6; 7; 13.2 último inciso; 14; 15; 16; 17; 18; 19; 20.1 y 2; 22.1 a 6; 23; 36.2; 39.5 y 41 no podían resultar de aplicación directa en las Comunidades que, en virtud de sus respectivos Estatutos, hubiesen asumido la competencia plena en materia de protección a consumidores y usuarios. Como resultado de ello, en las siete Comunidades Autónomas con competencia exclusiva en esta materia, la LGDCU sólo se pudo aplicar parcialmente mientras que en las demás Comunidades constituyó su legislación básica.

Posteriormente, por Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de competencias a las Comunidades Autónomas que accedieron a su autonomía por la vía del art. 143 CE, todas las comunidades tienen asumida esta competencia, en virtud de la cual se les reconoció la competencia legislativa de desarrollo, además de la reglamentaria y ejecutiva, sin perjuicio de que le siga incumbiendo al Estado dictar la legislación básica en la materia.

III.  TÍTULOS COMPETENCIALES

La particular naturaleza de esta materia obliga a tener que atender, caso por caso, al reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, en atención a lo dispuesto en los arts. 148 y 149 CE.

En las sentencias 15/1989, FJ 1.º; 62/1991, FJ 2.º y 202/1992, FJ 5.º, el Tribunal Constitucional afirmó expresamente que el art. 149.3 «en manera alguna constituye una cláusula universal atributiva de competencias para legislar sobre cualesquiera materias a favor del Estado», de lo que cabría interpretar, superando la primera interpretación favorable a que las atribuciones no expresamente reconocidas correspondían al Estado, que las materias a las que explícitamente no se les hubiere adjudicado título competencial específico podrían ser asumidas por las distintas Comunidades Autónomas, si bien introduciendo el condicionante de que éstas previamente las hubiesen incorporado en sus Estatutos.

La doctrina que puede extraerse de los pronunciamientos fallados por el Tribunal Constitucional es que el derecho de consumo es una materia de naturaleza pluridisciplinar, no expresamente atribuida ni al Estado, ni a las Comunidades Autónomas, porque su propia idiosincrasia obliga, según la materia de que se trate, a vincularlo con el título competencial que corresponda en cada caso, que puede incumbir tanto al Estado, como a las CC.AA. Con relación a estas últimas, las sentencias del Tribunal Constitucional 71/1982 y 88/1986, entre otras, dictaminaron que las Comunidades Autónomas no tienen competencia para legislar aspectos de derecho público que no sean de derecho administrativo. Por el contrario, son competencia exclusiva del Estado las materias que afecten al ámbito del Derecho penal y a las legislaciones civil y mercantil respecto a las bases de las obligaciones contractuales, responsabilidad contractual y extracontractual y al principio de unidad de mercado; sin perjuicio de que este carácter pluridisciplinar de las materias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y usuarios provoque que, en ciertas ocasiones, la atribución autonómica pueda chocar con otros títulos competenciales, lo que obliga a establecer la prevalencia de las normas en juego (SSTC 71/1982, FJ 2.º; 15/1989, FJ 1.º y 62/1991, FJ 2.º).

Dicha concreción se hace necesaria cuando afecta a materias relacionadas con las condiciones básicas de igualdad para el ejercicio de los derechos o, en materias de índole mercantil, pero sobre todo, cuando se trata de cuestiones vinculadas a la legislación civil y, especialmente, cuando afecte a las bases de las obligaciones contractuales, cuya competencia corresponde al Estado.

En principio cabe establecer que la competencia autonómica sobre defensa de los consumidores y usuarios tiene carácter residual puesto que sólo puede atribuirse la que no corresponda al Estado en virtud de otros títulos competenciales. En esta línea, el Tribunal Constitucional ha declarado la inconstitucionalidad de normas autonómicas emanadas de los órganos legislativos de Comunidades Autónomas con competencia en materia civil, al entender que suponían una regulación del contenido del contrato diferente al de la regulación estatal. Un ejemplo de ello puede apreciarse en la STC Pleno, 62/1991, de 22 de marzo, en la que el Tribunal Constitucional declaró inconstitucionales los arts. 18, excepto el párrafo primero; 21 y 31, en su párrafo segundo, de la Ley gallega 12/1984; y los arts. 6, 7, inciso «además de las funciones de arbitraje que tienen encomendadas». Lo mismo sucedió en la STC Pleno, 264/1993, de 22 de junio, que declaró la inconstitucionalidad de diferentes preceptos de la Ley 9/1989, de 5 de octubre de la Comunidad Autónoma de Aragón, sobre ordenación de la actividad comercial y la STC Pleno, 225/1993, que declaró inconstitucional el art. 9 de la Ley Valenciana 8/1986, de 29 de diciembre, sobre ordenación del comercio y superficies comerciales.

Lo expuesto se refuerza finalmente con el criterio, también mantenido por el Tribunal Constitucional, de que una Comunidad Autónoma no puede dictar normas que reproduzcan la regulación estatal sobre aspectos de defensa de los consumidores y usuarios concernientes a materias de competencia exclusiva del Estado, como es la legislación civil.

Respecto a las materias vinculadas con la legislación mercantil, aunque únicamente pueden ser objeto de competencia estatal, a tenor de lo establecido en los artículos 149.1.6 y 149.3 CE, el comercio interior está regulado por normas administrativas que pueden regularse por parte de las Comunidades Autónomas con competencia plena en materia de consumo según sus Estatutos; esto es: sanciones y controles administrativos mientras que las que no tengan competencia plena podrán desarrollarlas además de llevar a cabo su ejecución.

1.  Especial referencia al Estatuto del consumidor valenciano

El Estatuto de los consumidores y usuarios de la Comunitat Valenciana se encuentra regulado actualmente en la Ley 1/2011, de 22 de marzo, a instancias de las modificaciones introducidas por la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril, de Reforma de Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, que, entre sus finalidades incluía reformar las atribuciones en materia de consumo con la finalidad de incrementar sus competencias, así como las políticas de protección al consumidor.

Además de ello, muchos han sido los hechos que han cambiado el panorama jurídico, económico y social que conforman lo que tradicionalmente se ha venido denominando «sociedad de consumo», que provocó que el legislador valenciano tuviese que hacer un replanteamiento en profundidad de la normativa estatutaria de protección al consumidor, con el fin de adaptarse a las nuevas prácticas de consumo, al mismo tiempo que, como señala el Preámbulo de la Ley, equiparar los derechos de los consumidores valencianos a las restantes normas de protección en este ámbito a los de más alto nivel, ampliar sus atribuciones y competencias en materia de consumo, habida cuenta del panorama legislativo en las restantes CC.AA.

Siguiendo el mismo criterio que utilizó la Ley 2/1987, de 9 de abril, de Estatuto de Consumidores y Usuarios de la Comunidad Valenciana, vigente hasta el 24 de abril de 2011, que se guío por el esquema normativo que diseñó la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, la actual Ley se ha basado en el esquema trazado en el vigente Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre. No obstante, ésta no es la única norma que se ha promulgado en esta materia. No se puede olvidar la existencia de Leyes posteriores al anterior Estatuto que han obligado a adaptar sus preceptos a esta normativa, como ocurre con la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y con la Ley 29/2009, de 30 de diciembre, por la que se modifica el régimen legal de la competencia desleal y de la publicidad para la mejora de la protección de los consumidores y usuarios. En este sentido, el actual Estatuto recoge toda la normativa promulgada posteriormente a 1987, renovando, no sólo la técnica jurídica empleada, sino su estructura, al mismo tiempo que ha ampliado su ámbito de competencias en esta materia con el fin de plasmar el cambio de modelo y de valores que ha experimentado la sociedad valenciana.

1.2.  Estructura

La finalidad de esta Ley se circunscribe a la protección, defensa y promoción de los derechos y legítimos intereses de los consumidores y usuarios en el territorio de la Comunidad Valenciana, en cumplimiento del mandato del art. 51, apartados 1 y 2 CE y en el ejercicio de las competencias que a la Generalitat le atribuyen los arts. 9.5 y 49.1.35.ª del Estatut d´Autonomía de la Comunidad Valenciana.

Con dicho propósito su estructura se corresponde con el desarrollo de los denominados derechos básicos de los consumidores y usuarios, siguiendo el modelo de la LGDCU, recogido actualmente por el TRLGDCU.

Como la Comunidad Valenciana tiene asumida estatuariamente competencia exclusiva sobre protección de los consumidores regula de manera exclusiva las oficinas municipales de información al consumidor (OMIC) e incide de manera especialmente relevante en el régimen de infracciones y sanciones.

Con relación a materias cuya competencia corresponde al Estado, sin legislar directamente sobre ellas, las introduce en su regulación, asumiendo dichos conceptos y desarrollando, en su caso, los aspectos que le compete, como puede apreciarse con relación a las garantías y al servicio posventa, a la contratación a distancia y fuera de establecimientos mercantiles o respecto a las cláusulas abusivas en los contratos.

El Estatuto está estructurado en títulos, libros, capítulos y artículo, cada uno de los cuales regula las partes que se exponen a continuación.

1.2.1.  Título I. Disposiciones generales

El título I establece las disposiciones generales de la ley y se divide en dos capítulos. En el primero se define el objeto de la ley, así como los fines que sirven de principios informadores al modelo de protección y defensa de los consumidores en la Comunitat. Puntualiza igualmente el concepto de consumidor y de usuario, los colectivos de consumidores necesitados de especial protección; los derechos básicos de los consumidores y usuarios, sus derechos lingüísticos y las actuaciones de protección prioritarias. El capítulo segundo se dedica a regular los agentes del sistema de protección y defensa de los consumidores.

El artículo 2 de la norma define el concepto de consumidor y usuario, armonizando esta disposición con lo dispuesto con la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres (LOIMH), sin perjuicio de que ya con anterioridad la Comunitat Valenciana contaba con la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

El consumidor y usuario que contempla esta norma es la persona física o jurídica que actúa en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional. Esto es, que interviene en las relaciones de consumo con fines privados, contratando bienes y servicios como destinatario final, sin incorporarlos, ni directa, ni indirectamente, en procesos de producción, comercialización o prestación a terceros. Se pretende con ello delimitar la normativa de consumo a las relaciones que surgen en el mercado entre consumidor y empresario, porque se parte de la premisa de que el consumidor es el sujeto más desfavorecido en esta situación.

Esta definición ofrece un planteamiento más preciso que el recogido en el texto anterior de 9 de abril de 1987, que excluye además las posibles dudas que se podían suscitar con ocasión de las denominadas situaciones «mixtas», en las que el profesional realizaba actividades no encaminadas directamente al mercado.

Junto a la nueva definición de consumidor, que denota un cambio en su concepción, cabe destacar la protección especial que se confiere a los colectivos más desfavorecidos, así como de otros valores, como la protección al ambiente, que hace que empiece a ser objeto de nueva contemplación el denominado consumidor verde. En este sentido, el Estatuto recoge un concepto amplio de consumidor que integra todas las facetas que pueden afectar a las personas que, en su condición de ciudadano, se encuentren inmersas en una situación de desprotección en el mercado, ya sea por condicionantes internos o externos a ella.

1.2.2.  Los agentes del sistema de protección y defensa de los consumidores

El segundo capítulo recoge el catálogo de agentes del sistema de protección y defensa de los consumidores en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, en el que destaca la creación del Consejo de Consumidores y Usuarios, y la labor fundamental que cada uno de ellos desempeña; las oficinas municipales de información al consumidor y las asociaciones de consumidores y usuarios.

Son agentes del sistema en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana:


	
a) La Generalitat, y en particular el Consell y la Administración de la Generalitat a través de las Consellerías con competencia específica o concurrente en materia de consumo. 

	
b) El Consejo de Consumidores y Usuarios de la Comunitat Valenciana. 

	
c) Las juntas arbitrales de consumo. 

	
d) Las entidades locales con sede en dicho territorio, especialmente a través de las oficinas de información al consumidor. 

	
e) Las asociaciones de consumidores y usuarios. 

	
f) Todos aquellos que legalmente tengan asignadas, o se les asignen expresamente, funciones de defensa de los consumidores y usuarios. 







OEBPS/images/im0000756212.jpg
Ais MANUAL DE !

—-DERECHO PRIVADO_ . 4

YsTr DE CONSUMO

: -‘:. \‘ ':
= &L ’lr E Gl

&.LA LEY

a o ° y
grupo Wolters Kluwer 2.2 edicidn








OEBPS/content/NcxToHtml.html


    

      

        

          		

            Consejo de redacción

          



          		

            Autores

          



          		

            Páginas de crédito

          



          		

            Dedicatoria

          



          		

            Abreviaturas

          



          		

            I. Concepto y características del Derecho de Consumo

          



          		

            II. El Derecho de Consumo en la Unión Europea

          



          		

            III. El principio constitucional de protección a los consumidores y usuarios y su proyección en los ordenamientos jurídicos: autonómico y estatal

          



          		

            IV. Consumidores y usuarios

          



          		

            V. La protección del derecho básico a la salud y a la seguridad de los consumidores

          



          		

            VI. Derechos básicos a la información, formación y educación

          



          		

            VII. Contratos con consumidores

          



          		

            VIII. Contratos celebrados fuera de establecimiento mercantil

          



          		

            IX. Contratos celebrados a distancia

          



          		

            X. Condiciones generales de la contratación y cláusulas abusivas

          



          		

            XI. Garantías y servicios posventa

          



          		

            XII. La indemnización de los daños causados por productos o servicios defectuosos

          



          		

            XIII. Los viajes combinados

          



          		

            Anexo legislativo

            

              		

                Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias

              



              		

                Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre los derechos de los consumidores, por la que se modifican la Directiva 93/13/CEE del Consejo y la Directiva 1999/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan la Directiva 85/577/CEE del Consejo y la Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo

              



              		

                Índice analítico del Anexo Legislativo

              



            



          



        



      


    


  



